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de Acto Legislativo número 14 de 2011 Senado, 094 
de 2011 Cámara, por medio del cual se establecen 
instrumentos jurídicos de justicia transicional en el 
marco del artículo 22 de la Constitución Política y 
se dictan otras disposiciones.

Señores Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por las 

Presidencias del honorable Senado de la República 
y de la honorable Cámara de Representantes, y de 
conformidad con los artículos 161 de la Constitución 
Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Se-
nador y Representante integrantes de la Comisión de 
Conciliación nos permitimos someter, por su conduc-
to, a consideración de las Plenarias de Senado y de la 
Cámara de Representantes para continuar su trámite 
correspondiente, el texto conciliado del proyecto de 
reforma constitucional de la referencia, dirimiendo 
de esta manera las discrepancias existentes entre los 
textos aprobados por las respectivas plenarias del Se-
nado de la República y la Cámara de Representantes.

Para cumplir con nuestro cometido, procedimos a 
realizar un estudio comparativo de los textos aproba-
dos en las respectivas Cámaras y, una vez analizado 
su contenido, decidimos acoger el texto aprobado en 
la plenaria del Senado el día 14 de junio de 2012.

A continuación identi camos los cambios incor-
porados por el Senado y presentamos la correspon-
diente justi cación ue nos lleva a adoptarlos en este 
informe de conciliación:

a. “Garantizarán” los derechos de las víctimas
En el primer inciso del artículo 1º se cambió la 

frase “En todo caso estos instrumentos garantizarán” 
por “y garantizarán” de tal forma ue se establece 
con más claridad ue garantizar en el mayor nivel 
posible los derechos de las víctimas hace parte de los 

nes de la justicia transicional. Con la redacción ue 
había sido aprobada en la Cámara de Representantes 
podía interpretarse ue esta garantía no hacía parte 
de los nes de estos instrumentos. Por ello el inci-
so ahora establece ue “Los instrumentos de justicia 
transicional serán excepcionales y tendrán como -
nalidad prevalente facilitar la terminación del con-

icto armado interno y el logro de la paz estable y 
duradera, con garantías de no repetición y de seguri-
dad para todos los colombianos; y garantizarán en el 
mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación.”.

b. El marco eneral de la rma de un acuerdo 
de paz

También en el primer inciso del artículo 1º se 
incorporó la frase “en el marco de un acuerdo de 
paz”, con el n de aclarar ue la aplicación de los 
instrumentos de justicia transicional a los grupos ar-
mados al margen de la ley ue hayan sido parte en 
el con icto armado y a los agentes del Estado, sólo 
podrá darse en el marco de un acuerdo de paz. Este 
ha venido siendo el espíritu general del proyecto de 
acto legislativo como se ha expresado en las distintas 
ponencias, pero conviene hacerlo explícito.



Página 2 Jueves, 14 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  371

c. El ámbito de aplicación de las leyes que au-
toricen el tratamiento diferenciado

También en el primer inciso del artículo 1º se 
modi có el ámbito de aplicación de las leyes ue 
desarrollen el tratamiento diferenciado. En el texto 
aprobado en la Cámara de Representantes se esta-
bleció ue “La Ley Estatuaria podrá autorizar un tra-
tamiento diferenciado para cada una de las distintas 
partes ue hayan participado en las hostilidades”. 
Sin embargo, la referencia a las “partes” fue inter-
pretada como ambigua, por lo cual se decidió aclarar 

ue como se había expuesto en las distintas ponen-
cias, esta se re ere a los grupos armados al margen 
de la ley ue hayan sido parte en el con icto armado 
interno y a los agentes del Estado, en relación con 
su participación en el mismo. Así conviene preci-
sar a uiénes se les puede aplicar y respecto de ué 
hechos: sólo a uellos relacionados con su participa-
ción en el con icto armado interno. En el caso de 
los agentes del Estado, como ha sido reiterado en las 
ponencias, la aplicación de los instrumentos de justi-
cia transicional debe responder a su especial función 
constitucional.

d. Establecer instrumentos de justicia transi-
cional mediante Ley Estatutaria

En el segundo inciso del artículo 1º se cambió 
la frase “La ley podrá diseñar instrumentos de jus-
ticia transicional” por “Mediante una ley estatutaria 
se establecerán instrumentos de justicia transicio-
nal”. Esto con el n de garantizar ue no se trate de 
una facultad sino de una obligación, y ue se haga 
a través de Ley estatutaria en vez de Ley ordinaria. 
Consideramos adecuado adoptar este cambio ya ue 
responde también al interés ue tuvo la Cámara en 
elevar a ley estatutaria las distintas normas ue desa-
rrollen el acto legislativo, y a desarrollar un lenguaje 
más asertivo.

e. Eliminación de la referencia a mecanismos 
“complementarios”

También en el segundo inciso del artículo 1º el 
Senado eliminó la palabra “complementarios”, por 
considerar ue los mecanismos extrajudiciales para 
el esclarecimiento de la verdad y la reparación de las 
víctimas tienen un papel central y principal dentro de 
la estrategia de justicia transicional, y no simplemen-
te complementario. En la medida en ue la Cámara 
ya había empezado a desarrollar este rol principal 
con la incorporación de la referencia a una Comisión 
de la Verdad, consideramos adecuado adoptar este 
cambio.

f. Desarrollo de la Comisión de la Verdad
El tercer inciso del artículo 1º aprobado en el 

Senado, es un inciso nuevo respecto del texto apro-
bado en la Cámara de Representantes ue desarro-
lla la referencia ue se hacía en el inciso segundo 
a la posibilidad de crear comisiones de la verdad. 
El nuevo inciso establece: “Una ley deberá crear 
una comisión de la verdad y de nir su objeto, com-
posición, atribuciones y funciones. El mandato de 
la Comisión podrá incluir la formulación de reco-
mendaciones para la aplicación de los instrumentos 
de justicia transicional, incluyendo la aplicación de 
los criterios de selección”. En la medida en ue el 
texto aprobado en Senado simplemente desarrolla 

en mayor detalle la referencia general ue había 
hecho la Cámara de Representantes, consideramos 

ue resulta adecuado adoptar tal inciso dentro del 
texto nal.

g. Referencia a “todos” los crímenes interna-
cionales

En el cuarto inciso del artículo 1º el Senado in-
cluyó la palabra “todos” con el n de aclarar ue la 
obligación de investigar penalmente opera respecto 
de todos los crímenes internacionales. En ese senti-
do, la selección supone el compromiso de investigar 
penalmente a los máximos responsables de todos los 
crímenes internacionales, aun ue sea posible renun-
ciar a la persecución penal de personas ue no sean 
consideradas los máximos responsables pero ue 
hayan participado en la comisión de los mismos. 
La premisa general es ue independientemente de 
a uién se investigue, los crímenes internacionales, 
como hechos cometidos en el marco de un patrón o 
sistema de victimización, sí serán investigados en su 
totalidad. Este ha sido también el espíritu del proyec-
to desde su inicio, por lo cual conviene adoptar esta 
modi cación.

h. La inclusión del crimen internacional de ge-
nocidio

También en el cuarto inciso del artículo 1º el 
Senado incluyó la referencia al genocidio, como otro 
de los crímenes internacionales ue debía ser selec-
cionado para su persecución penal. Esto con el n 
de garantizar ue los esfuerzos de investigación se 
concentren no sólo en los crímenes ue ad uieran la 
connotación de crímenes de lesa humanidad y crí-
menes de guerra, sino también frente a los crímenes 
de genocidio. Teniendo en cuenta ue estos son los 
crímenes internacionales establecidos en el Estatuto 
de Roma, conviene adoptar esta reforma, de tal for-
ma ue se incluyan todos los crímenes ue han sido 
reconocidos como los más graves por la Comunidad 
Internacional en su conjunto.

i. La referencia a los crímenes de guerra come-
tidos “de manera sistemática”

También en el cuarto inciso del artículo 1º el 
Senado incluyó la referencia a ue se deben selec-
cionar los crímenes de guerra ue hayan sido “co-
metidos de manera sistemática”. Si bien a lo largo 
de las distintas ponencias se ha rati cado ue pre-
cisamente a través de la selección será posible con-
centrar esfuerzos y recursos de judicialización en la 
persecución penal de los máximos responsables de 
los crímenes internacionales, de tal forma ue estos 
crímenes no ueden en la impunidad, no es menos 
cierto ue también hemos insistido en la importan-
cia de concentrarnos en los crímenes más graves y 
representativos. Esto es especialmente importante 
si se tiene en cuenta ue en el caso de crímenes de 
guerra existen crímenes como el uso ilegal del em-
blema del CICR o la destrucción de bienes ue si 
bien son graves, no necesariamente deberían ser se-
leccionados si de lo ue se trata es de concentrarse 
en los crímenes más graves. Por eso este informe de 
conciliación propone adoptar la frase “cometidos 
de manera sistemática” incorporada por el Senado 
de la República.
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j. Requisitos y condiciones para la suspensión 
de la ejecución de la pena

También en el cuarto inciso del artículo 1º el Se-
nado advirtió ue la ley podrá establecer los re uisi-
tos y condiciones para la concesión de la suspensión 
de la pena en los casos a los ue a ello haya lugar. 
Lo anterior con el n de garantizar ue se trate de un 
bene cio condicionado y excepcional. En la medida 
en ue en el trámite en Cámara de Representantes 
también siempre se advirtió ue todo el tratamien-
to penal especial debía ser condicionado y especial, 
se considera adecuado adoptar esta modi cación en 
este informe de conciliación.

k. Sanciones extrajudiciales, penas alternati-
vas y modalidades especiales de ejecución de la 
pena

También en el cuarto inciso del artículo 1º el Se-
nado incluyó ue la ley estatutaria ue desarrolle el 
acto legislativo también podrá “establecer los casos 
en los ue proceda la aplicación de sanciones extra-
judiciales, de penas alternativas, o de modalidades 
especiales de ejecución y cumplimiento de la pena”. 
Esto con el n de reconocer ue existen distintas po-
sibilidades en relación con la sanción. Primero, las 
sanciones extrajudiciales ue podrían ser aplicadas 
como consecuencia de los mecanismos extrajudicia-
les; segundo, las penas alternativas, como un bene-

cio condicionado en el marco de procesos penales; 
y tercero, las modalidades especiales de ejecución y 
cumplimiento de la pena, cuando ya exista una con-
dena en rme. Estas opciones también fueron discu-
tidas como opciones de sanción en los debates en la 
Cámara de Representantes por lo cual se considera 
adecuado adoptar la referencia explícita a este tipo 
de mecanismos.

l. Gravedad y representatividad de los casos
También en el cuarto inciso del artículo 1º el Se-

nado incluyó una última frase señalando ue “La ley 
estatutaria tendrá en cuenta la gravedad y represen-
tatividad de los casos para determinar los criterios 
de selección”. Esto con el n de incluir constitucio-
nalmente una limitación al ejercicio del legislador, 
en el sentido de ue la gravedad y representatividad 
de los casos deben necesariamente ser considerados 
como criterios al momento de debatir la ley estatuta-
ria ue regule los criterios de selección. En la medida 
en ue a lo largo del trámite legislativo en la Cáma-
ra de Representantes también se hizo referencia a la 
importancia de dar mayor claridad al tipo de criterios 

ue está autorizando el constituyente derivado, con-
sideramos adecuado aportar esta modi cación en el 
informe de conciliación ue se propone.

m. Hacer explícita la condicionalidad
El texto aprobado por el Senado incluye un quin-

to inciso en el artículo 1º según el cual “En cual-
uier caso, el tratamiento penal especial mediante 

la aplicación de instrumentos constitucionales como 
los anteriores estará sujeto al cumplimiento de con-
diciones tales como la dejación de las armas, el reco-
nocimiento de responsabilidad, la contribución al es-
clarecimiento de la verdad y a la reparación integral 
de las víctimas, la liberación de los secuestrados, y 
la desvinculación de los menores de edad reclutados 
ilícitamente ue se encuentren en poder de los gru-

pos armados al margen de la ley”. Este inciso refuer-
za la idea de ue cual uier tratamiento penal espe-
cial ue se derive en el futuro de la aplicación del 
proyecto de acto legislativo deberá estar supeditado 
al cumplimiento de estrictas condiciones, especial-
mente la dejación de las armas y el reconocimiento 
de responsabilidad (para garantizar la no repetición), 
y la contribución al esclarecimiento de la verdad y la 
reparación de las víctimas, como parte de los nes 
esenciales de la justicia transicional. Así mismo se 
incorporó en el texto aprobado por el Senado el con-
tenido del inciso sexto aprobado en Cámara relacio-
nado con la obligación de liberar a los secuestrados, 
y se incluyó también la obligación de desvincular a 
los menores reclutados ilícitamente. En la medida en 

ue la condicionalidad ya venía siendo un elemento 
esencial del proyecto de acto legislativo considera-
mos adecuado adoptar este cambio dentro del infor-
me de conciliación ue se presenta.

n. Eliminación del inciso relacionado con la 
aplicación a agentes del Estado

En el texto aprobado por el Senado, se elimina el 
inciso uinto aprobado por la Cámara de Represen-
tantes, el cual establecía ue “En el caso de agentes 
del Estado, las herramientas de justicia transicional 
sólo podrán ser aplicadas de manera individual, a 
través de un instrumento jurídico particular, y te-
niendo en cuenta la función constitucional ue les ha 
sido encomendada”. Este inciso fue eliminado por el 
Senado por considerar ue debe ser la ley estatutaria 
la ue en todos los casos determine cuáles serán las 
condiciones en las cuales se apli uen los mecanis-
mos de justicia transicional tanto a los grupos arma-
dos al margen de la ley ue hayan sido parte en el 
con icto, como a los agentes del Estado con ocasión 
de su participación en el mismo. En todo caso, las 
distintas ponencias han sido claras en establecer ue 
tanto a nivel nacional como a nivel internacional 
la responsabilidad de los agentes estatales es indu-
dablemente mayor ue la de los grupos armados al 
margen de la ley, por la función constitucional ue 
les ha sido encomendada. Teniendo en cuenta estas 
consideraciones consideramos ue resulta adecuado 
adoptar esta modi cación.

o. Exclusión de las Bacrim
El cuarto inciso del artículo 1º aprobado en la Cá-

mara de Representantes fue dividido en 2 parágra-
fos. El primero recoge integralmente el texto apro-
bado en la Cámara. El segundo en vez de referirse 
a uienes no hayan sido parte en el con icto arma-
do se re ere a los grupos armados al margen de la 
ley ue no hayan sido parte en el con icto armado. 
Originalmente este inciso se refería a la prohibición 
de aplicar instrumentos de justicia transicional a la 
“delincuencia común”. Posteriormente esa referen-
cia fue modi cada por “ uienes no sean parte en el 
con icto”, con el n de delimitar la aplicación de los 
instrumentos de justicia transicional únicamente a 
los hechos relacionados con las partes en el con ic-
to (incluyendo tanto delitos ordinarios como políti-
cos) y por lo tanto excluir del tratamiento de justicia 
transicional a la criminalidad ordinaria. La redacción 
adoptada por el Senado se re ere a “grupos armados 
al margen de la ley” con el n de adoptar la cate-
goría ue ha sido de nida por la Ley 782 de 2002, 
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como a uellos grupos ue cumplen con los re uisi-
tos establecidos por el Protocolo II Adicional a los 
Convenios de Ginebra. En este sentido, se mantiene 
el n de garantizar ue los instrumentos de justicia 
transicional no puedan ser aplicados a grupos ue, 
como las Bacrim, no son parte en el con icto armado 
interno.

p. La transitoriedad del acto legislativo
En el artículo 2º el Senado precisó ue la limi-

tación temporal a la ue se re ere el artículo está 
relacionada con “los instrumentos penales estableci-
dos en el inciso 4º del artículo 1”. Esto con el n de 
garantizar ue la limitación no se re riera solamente 
a la renuncia a la persecución penal o la suspensión 
de la ejecución de la pena como fue aprobado por 
la Cámara de Representantes. Así mismo el Sena-
do aprobó ue la limitación temporal debe ser para 
proferir “todas” las leyes ue regulen “esta” materia. 
Por considerar ue se trata de precisiones válidas, 
también las incorporamos en este informe de con-
ciliación.

. Participación política
El texto aprobado en el Senado incorpora un ar-

tículo 3º ue establece ue “Una ley estatutaria re-
gulará cuáles serán los delitos considerados conexos 
al delito político para efectos de la posibilidad de 
participar en política. No podrán ser considerados 
conexos al delito político los delitos ue ad uie-
ran la connotación de crímenes de lesa humanidad 
y genocidio cometidos de manera sistemática, y en 
consecuencia no podrán participar en política ni ser 
elegidos uienes hayan sido condenados y selec-
cionados por estos delitos”. Este artículo retoma un 
tema ue ha sido debatido en todas las sesiones de 
discusión del proyecto de acto legislativo en relación 
con la posibilidad de ue a uellas personas ue se 
hayan reintegrado a la sociedad, puedan participar 
en política. El objetivo es establecer las bases para 

ue en futuros procesos de paz, si así lo considera el 
Legislador, algunos miembros de grupos armados al 
margen de la ley ue se desmovilicen puedan reco-
brar plenamente sus derechos políticos. Lo anterior, 
claro está, luego de cumplir con los condicionamien-
tos establecidos por los instrumentos de justicia tran-
sicional, y teniendo en cuenta las disposiciones ue 
establezca el Legislador sobre en ué casos sería po-
sible autorizar esta participación, y en ué casos no. 
Se trata entonces de una facultad especial de la cual 
se revestiría al Legislador para contextos de justicia 
transicional a la terminación del con icto armado. 
Por considerar ue esta norma es compatible con los 

nes del acto legislativo ue hemos explicado a lo 
largo de las distintas ponencias, consideramos ue 
también debe ser incorporada en este informe de 
conciliación.
TEXTO PROPUESTO PARA CONCILIACIÓN AL 
PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚME-
RO 14 DE 2011 SENADO, 94 DE 2011 CÁMARA

por medio del cual se establecen instrumentos jurí-
dicos de justicia transicional en el marco del artí-
culo 22 de la Constitución Política y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. La Constitución Política tendrá un 

nuevo artículo transitorio ue será el 66, así:

Artículo transitorio 66. Los instrumentos de 
justicia transicional serán excepcionales y tendrán 
como nalidad prevalente facilitar la terminación 
del con icto armado interno y el logro de la paz es-
table y duradera, con garantías de no repetición y de 
seguridad para todos los colombianos; y garantiza-
rán en el mayor nivel posible, los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Una 
ley estatutaria podrá autorizar ue, en el marco de 
un acuerdo de paz, se dé un tratamiento diferenciado 
para los distintos grupos armados al margen de la ley 

ue hayan sido parte en el con icto armado interno y 
también para los agentes del Estado, en relación con 
su participación en el mismo.

Mediante una ley estatutaria se establecerán ins-
trumentos de justicia transicional de carácter judicial 
o extrajudicial ue permitan garantizar los deberes 
estatales de investigación y sanción. En cual uier 
caso se aplicarán mecanismos de carácter extrajudi-
cial para el esclarecimiento de la verdad y la repara-
ción de las víctimas.

Una ley deberá crear una Comisión de la Verdad 
y de nir su objeto, composición, atribuciones y fun-
ciones. El mandato de la comisión podrá incluir la 
formulación de recomendaciones para la aplicación 
de los instrumentos de justicia transicional, inclu-
yendo la aplicación de los criterios de selección.

Tanto los criterios de priorización como los de se-
lección son inherentes a los instrumentos de justicia 
transicional. El Fiscal General de la Nación determi-
nará criterios de priorización para el ejercicio de la 
acción penal. Sin perjuicio del deber general del Es-
tado de investigar y sancionar las graves violaciones 
a los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario, en el marco de la justicia transicional, el 
Congreso de la República, por iniciativa del Gobier-
no Nacional, podrá mediante ley estatutaria determi-
nar criterios de selección ue permitan centrar los 
esfuerzos en la investigación penal de los máximos 
responsables de todos los delitos ue ad uieran la 
connotación de crímenes de lesa humanidad, genoci-
dio, o crímenes de guerra cometidos de manera siste-
mática; establecer los casos, re uisitos y condiciones 
en los ue procedería la suspensión de la ejecución 
de la pena; establecer los casos en los ue proceda la 
aplicación de sanciones extrajudiciales, de penas al-
ternativas, o de modalidades especiales de ejecución 
y cumplimiento de la pena; y autorizar la renuncia 
condicionada a la persecución judicial penal de todos 
los casos no seleccionados. La ley estatutaria tendrá 
en cuenta la gravedad y representatividad de los ca-
sos para determinar los criterios de selección.

En cual uier caso, el tratamiento penal especial 
mediante la aplicación de instrumentos constitu-
cionales como los anteriores estará sujeto al cum-
plimiento de condiciones tales como la dejación de 
las armas, el reconocimiento de responsabilidad, la 
contribución al esclarecimiento de la verdad y a la 
reparación integral de las víctimas, la liberación de 
los secuestrados, y la desvinculación de los menores 
de edad reclutados ilícitamente ue se encuentren en 
poder de los grupos armados al margen de la ley.

Parágrafo 1º. En los casos de la aplicación de ins-
trumentos de justicia transicional a grupos armados 
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al margen de la ley ue hayan participado en las hos-
tilidades, esta se limitará a uienes se desmovilicen 
colectivamente en el marco de un acuerdo de paz o 
a uienes se desmovilicen de manera individual de 
conformidad con los procedimientos establecidos y 
con la autorización del Gobierno Nacional.

Parágrafo 2º. En ningún caso se podrán aplicar 
instrumentos de justicia transicional a grupos arma-
dos al margen de la ley ue no hayan sido parte en 
el con icto armado interno, ni a cual uier miembro 
de un grupo armado ue una vez desmovilizado siga 
delin uiendo.

Artículo 2º. Transitorio. Una vez el Gobierno Na-
cional presente al Congreso de la República el pri-
mer proyecto de ley ue autorice la aplicación de los 
instrumentos penales establecidos en el inciso 4º del 
artículo 1º del presente acto legislativo, el Congreso 
tendrá cuatro (4) años para proferir todas las leyes 

ue regulen esta materia.
Artículo 3º. La Constitución Política tendrá un 

nuevo artículo transitorio ue será el 67, así:
Artículo transitorio 67. Una ley estatutaria re-

gulará cuáles serán los delitos considerados conexos 
al delito político para efectos de la posibilidad de 
participar en política. No podrán ser considerados 
conexos al delito político los delitos ue ad uie-
ran la connotación de crímenes de lesa humanidad 
y genocidio cometidos de manera sistemática, y en 
consecuencia no podrán participar en política ni ser 
elegidos uienes hayan sido condenados y seleccio-
nados por estos delitos.

Artículo 4º. El presente acto legislativo rige a par-
tir de su promulgación.

De los honorables Congresistas,
Roy Barreras, Senador de la República; Carlos 

Edward Osorio, Representante a la Cámara.
* * *

INFORME DE CONCILIACIÓN  AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 150 DE 2011 CÁMARA, 258 

DE 2011 SENADO
por la cual se establece un proceso verbal especial 
para otorgar títulos de propiedad al poseedor mate-
rial de bienes inmuebles urbanos y rurales de peque-
ña entidad económica, sanear la falsa tradición y se 

dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 13 de junio de 2012
Doctores
JUAN MANUEL CORZO ROMÁN
Presidente Senado de la República
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad 
Referencia: Informe de conciliación al Proyecto 

de ley 150 de 2011 Cámara, 258 de 2011 Senado, por 
la cual se establece un proceso verbal especial para 
otorgar títulos de propiedad al poseedor material de 
bienes inmuebles urbanos y rurales de pequeña enti-
dad económica, sanear la falsa tradición y se dictan 
otras disposiciones.

Señores Presidentes:
De acuerdo a la designación efectuada por las 

honorables Mesas Directivas del Senado de la Re-
pública y Cámara de Representantes, según lo con-
templado en el artículo 161 constitucional y en los 
artículos 186, 187 y 188 de la Ley 5ª de 1992, por su 
conducto nos permitimos someter a consideración de 
las Plenarias del Senado y Cámara de Representan-
tes, el texto conciliado de la referencia. 

Para cumplir con nuestro informe de concilia-
ción, procedimos a revisar cada uno de los artículos 
de los textos aprobados en las respectivas Cámaras y 
se veri caron las diferencias ue obligaron a la con-
ciliación.

De acuerdo con lo anterior, se decidió dejar el 
texto de nitivo de la Conciliación de la siguiente 
manera:

Artículo 1°, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 2°, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 3º, se ha acordado una nueva redacción 

ue integra la esencia de los textos aprobados en Ple-
narias de Senado y Cámara de Representantes.

Artículo 3º. Poseedores de inmuebles rurales. 
Quien pretenda obtener título de propiedad sobre un 
inmueble rural mediante el proceso verbal especial 
establecido en la presente ley, deberá demostrar pose-
sión material, pública, pací ca e ininterrumpida por 
el término de cinco (5) años para posesiones regula-
res y de diez (10) años para posesiones irregulares, 
sobre un predio de propiedad privada cuya extensión 
no exceda la de una (1) Unidad Agrícola Familiar 
(UAF), establecida por el Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural (Incoder) o por uien cumpla las 
respectivas funciones.

Para efectos de la presente ley, también se enten-
derá por posesión material sobre un inmueble ru-
ral, la explotación económica, la vivienda rural y la 
conservación ambiental, certi cada por la autoridad 
competente.

Artículo 4°, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 5°, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 6°, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 7°, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 8°, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 9°, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 9°, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 10, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 11, se ha acordado una nueva redacción 

ue integra la esencia de los textos aprobados en Ple-
narias de Senado y Cámara de Representantes.

Artículo 11. Anexos. Además de los anexos pre-
vistos en el estatuto general de procedimiento vigen-
te, a la demanda deberán adjuntarse los siguientes 
documentos:

a) Certi cado de Tradición y Libertad del Inmue-
ble en donde consten las personas inscritas como 
titulares de derechos reales principales sujetos a re-
gistro. El certi cado de ue no existen o no se encon-
traron titulares de derechos reales principales sobre 
el inmueble objeto de este proceso verbal especial, 
es ine caz para el lleno de este re uisito cuando se 



Página 6 Jueves, 14 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  371

pretenda sanear un título de propiedad ue conlleve 
la llamada falsa tradición. Si la pretensión es titular 
la posesión, deberá adjuntarse certi cado de tradi-
ción y libertad o certi cado de ue no existen o no se 
encontraron titulares de derechos reales principales 
sobre el inmueble. Cuando el inmueble haga parte 
de otro de mayor extensión, deberá acompañarse el 
certi cado ue corresponda a la totalidad de este, y 
cuando el inmueble comprenda distintos inmuebles, 
deberá acompañarse el certi cado de todos los in-
muebles involucrados;

b) Los medios probatorios con ue pretenda pro-
bar la posesión o la falsa tradición. Para estos efectos 
pueden utilizarse, entre otros, documentos públicos 
o privados en los ue conste la relación jurídica del 
demandante con el inmueble, las constancias de pago 
de impuestos, servicios públicos, contribuciones, va-
lorizaciones, actas de colindancias o cual uier otro 
medio probatorio ue permita establecer la posesión 
alegada, sin perjuicio de las demás oportunidades 
probatorias a ue tenga derecho;

c) Plano certi cado por la autoridad catastral 
competente ue deberá contener: la localización del 
inmueble, su cabida, sus linderos con las respectivas 
medidas, el nombre completo e identi cación de co-
lindantes, la destinación económica, la vigencia de la 
información, la dirección o el nombre con el ue se 
conoce el inmueble rural en la región. En caso de ue 
la autoridad competente no certi ue el plano en el 
término establecido en el parágrafo de este artículo, 
el demandante probará ue solicitó la certi cación, 
manifestará ue no tuvo respuesta a su petición y 
aportará al proceso el plano respectivo;

d) Prueba del estado civil conforme a lo dispuesto 
en el literal b) del artículo 10 de esta ley.

Parágrafo. Las entidades competentes para ex-
pedir los certi cados o documentos públicos de ue 
trata este artículo, tendrán un término perentorio de 

uince (15) días hábiles para hacerlo, so pena de ue 
el funcionario renuente incurra en falta disciplinaria 
grave.

Artículo 12, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 13, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 14, se ha acordado una nueva redacción 

ue integra la esencia de los textos aprobados en Ple-
narias de Senado y Cámara de Representantes.

Artículo 14. Contenido del auto admisorio de la 
demanda. En el auto admisorio de la demanda, se 
ordenará lo siguiente:

1. Como medida cautelar o ciosa, la inscripción 
de la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria 
para el caso del saneamiento de título ue conlleve 
la llamada falsa tradición. Si la pretensión es la titu-
lación de la posesión, se decretará la medida cautelar 
sólo si existe folio de matrícula inmobiliaria del pre-
dio objeto de posesión.

2. La noti cación personal del auto admisorio de 
la demanda al titular o titulares de derechos reales 
principales ue aparezcan en el certi cado expedido 
por el registrador de instrumentos públicos, uienes 
tendrán para contestar la demanda el término previs-
to para al proceso verbal en el estatuto general de 
procedimiento vigente.

La noti cación anterior se hará de conformidad 
con lo establecido en el Estatuto General de procedi-
miento vigente.

En el auto admisorio se ordenará informar por el 
medio más expedito de la existencia del proceso a la 
Superintendencia de Notariado y Registro, al Insti-
tuto Colombiano para el Desarrollo Rural (Incoder), 
a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas, al Instituto Geo-
grá co Agustín Codazzi (IGAC) y a la Personería 
Municipal o Distrital correspondiente para ue, si lo 
consideran pertinente, hagan las declaraciones a ue 
hubiere lugar en el ámbito de sus funciones.

Si la pretensión es la titulación del inmueble con 
base en la posesión, adicionalmente se ordenará el 
emplazamiento de las personas ue se crean con de-
rechos sobre el respectivo bien, en la forma estable-
cida en el siguiente numeral.

3. El demandante procederá al emplazamiento 
en los términos previstos en el estatuto general de 
procedimiento vigente y deberá instalar una valla de 
dimensión no inferior a un metro cuadrado, en lugar 
visible del predio objeto del proceso, junto a la vía 
pública más importante sobre la cual tenga frente o 
límite.

La valla deberá contener los siguientes datos:
a) La denominación del juzgado ue adelanta el 

proceso;
b) El nombre del demandante;
c) El nombre del demandado y, si la pretensión 

es la titulación de la posesión, la indicación de si se 
trata de indeterminados;

d) El número de radicación del proceso;
e) La indicación de ue se trata de un proceso de 

titulación de la posesión;
f) El emplazamiento de todas las personas ue 

crean tener derechos sobre el inmueble, para ue 
concurran al proceso;

g) La identi cación con ue se conoce al predio;
Tales datos deberán estar escritos en letra de ta-

maño no inferior a siete (7) centímetros de alto por 
cinco (5) centímetros de ancho.

Cuando se trate de inmuebles sometidos a propie-
dad horizontal, a cambio de la valla se jará un aviso 
en lugar visible de la entrada al inmueble.

Instalada la valla o el aviso, el demandante deberá 
aportar fotografías o mensaje de datos del inmueble 
en las ue se observe el contenido de ellos.

La valla o el aviso deberán permanecer instalados 
hasta la diligencia de inspección judicial.

Inscrita la demanda y aportadas las fotografías o 
mensajes de datos por el demandante, el juez ordena-
rá correr traslado de la demanda a las personas em-
plazadas, uienes podrán contestarla en el término 
de diez (10) días; uienes concurran después toma-
rán el proceso en el estado en ue se encuentre.

4. El juez designará curador ad lítem ue repre-
sente a los demandados indeterminados, como tam-
bién a los demandados ciertos cuya dirección se ig-
nore. El curador ad lítem, para contestar la demanda, 
tendrá el término previsto para el proceso verbal en 
el estatuto general de procedimiento vigente.
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5. Cuando la pretensión sea el saneamiento de tí-
tulo ue conlleve la llamada falsa tradición, adicio-
nalmente se ordenará emplazar a todos los colindan-
tes del inmueble o inmuebles objeto del proceso, en 
armonía con el literal c) del artículo 11 de la presente 
ley.

Artículo 15, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 16, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 17, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 18, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 19, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 20, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 21, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 22, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 23, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 24, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 25, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 26, el texto aprobado por la Cámara.
Artículo 27, se ha acordado una nueva redacción 

ue integra la esencia de los textos aprobados en Ple-
narias de Senado y Cámara de Representantes.

Artículo 27. Vigencia. Esta ley empezará a regir 
seis (6) meses después de su promulgación y deroga 
la Ley 1182 de 2008, así como todas a uellas dispo-
siciones ue le sean contrarias.

Proposición
Honorables Senadores y honorables Representantes:
Hechas las consideraciones anteriores los conci-

liadores designados por el Senado de la República 
y la Cámara de Representantes, solicitamos a la ho-
norable Plenaria del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes aprobar el texto propues-
to ue se adjunta y ue forma parte integral del pre-
sente informe de conciliación.

Cordialmente,
Por el honorable Senado, Eduardo Enríquez 

Maya, Senador de la República; por la honorable 
Cámara de Representantes, Guillermo Rivera Fló-
rez, Representante a la Cámara.

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO  
DE LEY NÚMERO 150 DE 2011 CÁMARA,  

258 DE 2011 SENADO
por la cual se establece un proceso verbal especial 
para otorgar títulos de propiedad al poseedor material 
de bienes inmuebles urbanos y rurales de pequeña en-
tidad económica, sanear la falsa tradición y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es 

promover el acceso a la propiedad, mediante un pro-
ceso especial para otorgar título de propiedad al po-
seedor material de bienes inmuebles urbanos y rurales 
de pe ueña entidad económica, y para sanear títulos 
ue conlleven la llamada falsa tradición, con el n de 

garantizar seguridad jurídica en los derechos sobre in-
muebles, propiciar el desarrollo sostenible y prevenir 
el despojo o abandono forzado de inmuebles.

Artículo 2°. Sujetos del derecho. Se otorgará títu-
lo de propiedad a uien demuestre posesión material 
sobre bien inmueble, urbano o rural, ue cumplan los 
re uisitos establecidos en la presente ley.

Quien tenga título registrado a su nombre con ins-
cripción ue conlleve la llamada falsa tradición, tales 
como la enajenación de cosa ajena o la transferencia 
de derecho incompleto o sin antecedente propio, de 
conformidad con lo dispuesto en la ley registral, lo 
saneará, siempre y cuando cumpla los re uisitos pre-
vistos en esta ley.

Parágrafo. Si uno de los cónyuges con sociedad 
conyugal vigente o compañeros permanentes con so-
ciedad patrimonial legalmente declarada o reconoci-
da, accede al proceso especial previsto en la presente 
ley, el juez proferirá el fallo a favor de ambos cónyu-
ges o compañeros permanentes.

Artículo 3º. Poseedores de inmuebles rurales. 
Quien pretenda obtener título de propiedad sobre un 
inmueble rural mediante el proceso verbal especial 
establecido en la presente ley, deberá demostrar pose-
sión material, pública, pací ca e ininterrumpida por 
el término de cinco (5) años para posesiones regula-
res y de diez (10) años para posesiones irregulares, 
sobre un predio de propiedad privada cuya extensión 
no exceda la de una (1) Unidad Agrícola Familiar 
(UAF), establecida por el Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural (Incoder) o por uien cumpla las 
respectivas funciones.

Para efectos de la presente ley, también se enten-
derá por posesión material sobre un inmueble ru-
ral, la explotación económica, la vivienda rural y la 
conservación ambiental, certi cada por la autoridad 
competente.

Artículo 4°. Poseedores de inmuebles urbanos. 
Quien pretenda obtener título de propiedad de un 
inmueble urbano mediante el proceso verbal espe-
cial establecido en la presente ley, deberá demostrar 
posesión regular o irregular por los términos esta-
blecidos en la ley para la prescripción ordinaria o 
extraordinaria sobre bienes inmuebles urbanos cuyo 
avalúo catastral no supere los doscientos cincuenta 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (250 
s.m.l.m.v.).

En el evento en ue el bien objeto del proceso 
no cuente con avalúo catastral, se tendrá en cuenta 
su valor comercial, el cual será indicado por el de-
mandante en la demanda y no deberá ser superior a 
doscientos cincuenta salarios mínimos legales men-
suales vigentes (250 s.m.m.l.v.).

Parágrafo. La declaración de pertenencia y el 
saneamiento de la falsa tradición de la vivienda de 
interés social se regirán por las normas sustanciales 
para la prescripción establecidas en el artículo 51 de 
la Ley 9ª de 1989.

Artículo 5°. Proceso verbal especial. Los asuntos 
objeto de esta ley se tramitarán por el proceso verbal 
especial a uí previsto y se guiarán por los principios 
de concentración de la prueba, impulso o cioso, pu-
blicidad, contradicción y prevalencia del derecho 
sustancial. En lo no regulado en esta ley, se aplicarán 
las disposiciones previstas para el proceso verbal de 
declaración de pertenencia en el estatuto general de 
procedimiento vigente.
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Artículo 6°. Requisitos. Para la aplicación del pro-
ceso verbal especial de ue trata esta ley se re uiere:

1. Que los bienes inmuebles no sean imprescrip-
tibles o de propiedad de las entidades de derecho pú-
blico, conforme a los artículos 63, 72, 102 y 332 de 
la Constitución Política y, en general, bienes cuya 
posesión, ocupación o transferencia, según el caso, 
estén prohibidas o restringidas por normas constitu-
cionales o legales.

El juez rechazará de plano la demanda o decla-
rará la terminación anticipada del proceso, cuando 
advierta ue la pretensión recae sobre bienes de uso 
público, bienes scales, bienes scales adjudicables 
o baldíos, cual uier otro tipo de bien imprescriptible 
o de propiedad de alguna entidad de derecho público. 
Las providencias a ue se re ere este inciso deberán 
estar debidamente motivadas y contra ellas procede 
el recurso de apelación.

2. Que el demandante posea o haya poseído ma-
terialmente el inmueble en forma pública, pací ca e 
ininterrumpida, y por los términos establecidos en la 
presente ley.

3. Que sobre el inmueble no se adelante proceso 
de restitución de ue trata la Ley 1448 de 2011 y 
el Decreto 4829 de 2011, o cual uier otro proceso 
judicial o administrativo tendiente a la reparación o 
restablecimiento a víctimas de despojo o abandono 
forzado de tierras, o ue no se encuentre incluido en 
el Registro Único de Tierras Despojadas y Abando-
nadas Forzosamente de la Ley 387 de 1997.

La resolución de inicio del estudio formal previs-
to en el Decreto 4829 de 2011, suspende el trámite 
del proceso de ue trata la presente ley, hasta tanto 
se decida la inclusión o no del predio en el Registro 
Único de Tierras Despojadas o Abandonadas Forzo-
samente.

Si iniciado el proceso verbal especial de ue trata 
la presente ley, el inmueble es incluido en el Regis-
tro o vinculado a los procedimientos previstos en el 
inciso anterior, el juez terminará el proceso y remiti-
rá inmediatamente el caso, con toda la información 
existente sobre el mismo, a la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Des-
pojadas.

4. Que el inmueble objeto del proceso no se en-
cuentre ubicado en las áreas o zonas ue se señalan 
a continuación:

a) Zonas declaradas como de alto riesgo no mi-
tigable identi cadas en el Plan de Ordenamiento 
Territorial y en los instrumentos ue lo desarrollen 
y complementen, o a uellas ue se de nan por es-
tudios geotécnicos ue adopte o cialmente la Ad-
ministración Municipal, Distrital o el Departamento 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina en cual uier momento.

b) Zonas o áreas protegidas, de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley 2ª de 1959 y el Decreto 2372 
de 2010 y demás normas ue sustituyan o modi -

uen.
c) Áreas de resguardo indígena o de propiedad 

colectiva de las comunidades negras u otros grupos 
étnicos.

d) Zonas de cantera ue hayan sufrido grave de-
terioro físico, hasta tanto se adelante un manejo es-
pecial de recomposición geomorfológica de su suelo 

ue las habilite para el desarrollo urbano.
Parágrafo. Cuando la persona se encuentre en 

cual uiera de las situaciones descritas en este nu-
meral, será incluida en los programas especiales de 
reubicación ue deberá diseñar la administración 
municipal o distrital, de conformidad con la política 
nacional para estos nes.

5. Que las construcciones no se encuentren, total 
o parcialmente, en terrenos afectados por obra públi-
ca, de conformidad con lo establecido en el artículo 
37 de la Ley 9ª de 1989.

6. Que el inmueble no se encuentre sometido a 
procedimientos administrativos agrarios de titula-
ción de baldíos, extinción del derecho de dominio, 
clari cación de la propiedad, recuperación de bal-
díos indebidamente ocupados, deslinde de tierras de 
la Nación, o de las comunidades indígenas o afro-
descendientes u otras minorías étnicas, o delimita-
ción de sabanas o playones comunales conforme a 
la legislación agraria y a uellos ue están dentro del 
régimen de propiedad parcelaria establecido en la 
Ley 160 de 1994 y las normas ue la modi uen o 
sustituyan.

7. Que el inmueble no se encuentre ubicado en 
zonas declaradas de inminente riesgo de desplaza-
miento o de desplazamiento forzado, en los térmi-
nos de la Ley 387 de 1997, sus reglamentos y demás 
normas ue la adicionen o modi uen, o en simila-
res zonas urbanas, salvo ue el poseedor ue acuda 
a este proceso se encuentre identi cado dentro del 
informe de derechos sobre inmuebles y territorios a 
los ue se re ere el Decreto 2007 de 2001.

8. Que no esté destinado a actividades ilícitas.
CAPÍTULO II

Proceso verbal especial para la titulación de la po-
sesión material sobre inmuebles urbanos y rurales 
de pequeña entidad económica, y saneamiento de 

títulos con falsa tradición
Artículo 7°. Asuntos. En las condiciones previs-

tas en esta ley, se tramitarán y decidirán a través del 
proceso verbal especial, las prescripciones ordina-
ria y extraordinaria, sobre bienes inmuebles urba-
nos y rurales de propiedad privada, excluidos los 
inmuebles a ue se re eren el artículo 6º de esta ley, 
y el saneamiento de títulos de la llamada falsa tradi-
ción, de conformidad con lo establecido en esta ley.

Artículo 8°. Juez competente. Para conocer el 
proceso verbal especial de ue trata esta ley, será 
competente en primera instancia, el Juez Civil 
Municipal del lugar donde se hallen ubicados los 
bienes, y si estos comprenden distintas divisiones 
territoriales, el de cual uiera de ellas a elección del 
demandante.

Además de las reglas previstas para la acumu-
lación de pretensiones, demandas y procesos en el 
estatuto general de procedimiento vigente, cuando 
concurran varios poseedores sobre un mismo inmue-
ble de mayor extensión, estos podrán acumular sus 
pretensiones, demandas o procesos.
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Artículo 9°. Poderes especiales del juez. Para ga-
rantizar el cumplimiento del objeto, la nalidad y los 
principios del presente proceso, el Juez tendrá los si-
guientes poderes especiales:

1. Acceder en forma permanente, ágil y oportuna 
a los registros y bases de datos de ue trata el artículo 
12 de esta Ley, con el n de veri car la situación del 
inmueble objeto del presente proceso o para suplir 
cual uier de ciencia de la demanda, sus anexos o 
re uisitos.

2. Decidir el fondo de lo controvertido y probado, 
siempre ue esté relacionado con el objeto de la litis.

3. Desechar actuaciones y diligencias inútiles y 
rechazar solicitudes, incidentes y pruebas improce-
dentes o inconducentes, recursos ue no estén legal-
mente autorizados y todo medio de carácter dilatorio.

4. Precaver, cuando tome medidas con relación a 
un inmueble, riesgos consiguientes de paralización 
de la explotación del mismo y de daños y pérdidas 
de cosechas o de otros bienes agrarios.

5. Todos los mecanismos para evitar ue se des-
virtúen los nes y principios establecidos en esta ley, 
en especial, la igualdad real de las partes, la gratui-
dad de la justicia, la simplicidad en los trámites, la 
celeridad de los procesos, la o ciosidad, la inmedia-
ción, la sana crítica, la concentración de la prueba y 
el debido proceso.

6. Veri car ue el inmueble no esté destinado a 
actividad ilícita, ni se encuentre sometido al proceso 
de restitución de ue trata la Ley 1448 de 2011.

Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo se apli-
cará a los Jueces Civiles del Circuito dentro de los 
procesos especiales ue conozcan con ocasión del 
objeto de la presente ley.

Artículo 10. Requisitos de la demanda. La de-
manda deberá cumplir los re uisitos previstos en el 
estatuto general de procedimiento vigente.

Adicionalmente, el demandante deberá manifes-
tar en la demanda ue:

a) El bien sometido a este proceso no se encuentra 
en las circunstancias de exclusión previstas en los 
numerales 1, 3, 4, 5, 6, 7 y 8 del artículo 6° de la 
presente ley;

b) La existencia o no, de vínculo matrimonial con 
sociedad conyugal vigente o de unión marital de he-
cho, con sociedad patrimonial legalmente declarada 
o reconocida. De existir alguna de las anteriores si-
tuaciones, se deberá allegar prueba del estado civil 
del demandante, la identi cación completa y datos 
de ubicación del cónyuge o compañero(a) perma-
nente, para ue el juez de aplicación al parágrafo del 
artículo 2º de esta ley.

Las declaraciones hechas por el demandante de 
los literales a) y b) de este artículo se entenderán rea-
lizadas bajo la gravedad de juramento.

Artículo 11. Anexos. Además de los anexos pre-
vistos en el estatuto general de procedimiento vigen-
te, a la demanda deberán adjuntarse los siguientes 
documentos:

a) Certi cado de Tradición y Libertad del Inmue-
ble en donde consten las personas inscritas como 
titulares de derechos reales principales sujetos a re-

gistro. El certi cado de ue no existen o no se encon-
traron titulares de derechos reales principales sobre 
el inmueble objeto de este proceso verbal especial, 
es ine caz para el lleno de este re uisito cuando se 
pretenda sanear un título de propiedad ue conlleve 
la llamada falsa tradición. Si la pretensión es titular 
la posesión, deberá adjuntarse certi cado de tradi-
ción y libertad o certi cado de ue no existen o no se 
encontraron titulares de derechos reales principales 
sobre el inmueble. Cuando el inmueble haga parte 
de otro de mayor extensión, deberá acompañarse el 
certi cado ue corresponda a la totalidad de este, y 
cuando el inmueble comprenda distintos inmuebles, 
deberá acompañarse el certi cado de todos los in-
muebles involucrados;

b) Los medios probatorios con ue pretenda pro-
bar la posesión o la falsa tradición. Para estos efectos 
pueden utilizarse, entre otros, documentos públicos 
o privados en los ue conste la relación jurídica del 
demandante con el inmueble, las constancias de pago 
de impuestos, servicios públicos, contribuciones, va-
lorizaciones, actas de colindancias o cual uier otro 
medio probatorio ue permita establecer la posesión 
alegada, sin perjuicio de las demás oportunidades 
probatorias a ue tenga derecho;

c) Plano certi cado por la autoridad catastral 
competente ue deberá contener: la localización del 
inmueble, su cabida, sus linderos con las respectivas 
medidas, el nombre completo e identi cación de co-
lindantes, la destinación económica, la vigencia de la 
información, la dirección o el nombre con el ue se 
conoce el inmueble rural en la región. En caso de ue 
la autoridad competente no certi ue el plano en el 
término establecido en el parágrafo de este artículo, 
el demandante probará ue solicitó la certi cación, 
manifestará ue no tuvo respuesta a su petición y 
aportará al proceso el plano respectivo;

d) Prueba del estado civil conforme a lo dispuesto 
en el literal b) del artículo 10 de esta ley.

Parágrafo. Las entidades competentes para ex-
pedir los certi cados o documentos públicos de ue 
trata este artículo, tendrán un término perentorio de 

uince (15) días hábiles para hacerlo, so pena de ue 
el funcionario renuente incurra en falta disciplinaria 
grave.

Artículo 12. nformación previa a la cali cación 
de la demanda. Para constatar la información respec-
to de lo indicado en los numerales 1, 3, 4, 5, 6, 7 y 8 
del artículo 6° de la presente ley, el juez, en el térmi-
no de diez (10) días contados a partir del recibo de la 
demanda, consultará entre otros: el Plan de Ordena-
miento Territorial (POT) del respectivo municipio, 
los informes de inmuebles de los Comités Locales 
de Atención Integral a la Población Desplazada o 
en riesgo de desplazamiento, la información admi-
nistrada por el Instituto Colombiano de Desarrollo 
Rural (Incoder), el Instituto Geográ co Agustín Co-
dazzi (IGAC) o la autoridad catastral correspondien-
te, la Fiscalía General de la Nación y el Registro de 
Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente.

Esa información debe ser suministrada por las en-
tidades competentes en la forma y términos previs-
tos en el parágrafo del artículo anterior, y sin costo 
alguno.



Página 10 Jueves, 14 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  371

En a uellas áreas donde se implemente el Progra-
ma Nacional de Formalización de la Propiedad Rural 

ue lidera el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, se levantarán los respectivos informes técni-
co-jurídicos, planos y actas de colindancias, las cua-
les serán valoradas por el juez como prueba su cien-
te de la identi cación, ubicación, situación jurídica, 
social, económica, uso y destinación del inmueble a 
formalizar.

Artículo 13. Cali cación de la demanda. Reci-
bida la demanda y la información a ue se re ere 
el artículo precedente, el juez procederá a resolver 
sobre su admisión, inadmisión o rechazo. Solamen-
te rechazará la demanda cuando encuentre ue el 
inmueble esté en alguna de las circunstancias de 
exclusión previstas en los numerales 1, 3, 4, 5, 6, 7 
y 8 del artículo 6° de esta ley, o cuando la deman-
da se dirija contra indeterminados si se trata de sa-
neamiento de título con la llamada falsa tradición. 
Procederá a su inadmisión en a uellos eventos en 
los cuales la demanda no sea subsanable por la ac-
tividad o ciosa del juez, y dará cinco (5) días para 

ue el demandante la subsane. En los demás casos 
admitirá la demanda.

Artículo 14. Contenido del auto admisorio de la 
demanda. En el auto admisorio de la demanda, se 
ordenará lo siguiente:

1. Como medida cautelar o ciosa, la inscripción 
de la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria 
para el caso del saneamiento de título ue conlleve 
la llamada falsa tradición. Si la pretensión es la titu-
lación de la posesión, se decretará la medida cautelar 
sólo si existe folio de matrícula inmobiliaria del pre-
dio objeto de posesión.

2. La noti cación personal del auto admisorio de 
la demanda al titular o titulares de derechos reales 
principales ue aparezcan en el certi cado expedido 
por el registrador de instrumentos públicos, uienes 
tendrán para contestar la demanda el término previs-
to para al proceso verbal en el estatuto general de 
procedimiento vigente.

La noti cación anterior se hará de conformidad 
con lo establecido en el Estatuto General de procedi-
miento vigente.

En el auto admisorio se ordenará informar por 
el medio más expedito de la existencia del proce-
so a la Superintendencia de Notariado y Registro, 
al Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural 
(Incoder), a la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, al 
Instituto Geográ co Agustín Codazzi (IGAC) y a 
la Personería Municipal o Distrital correspondiente 
para ue, si lo consideran pertinente, hagan las de-
claraciones a ue hubiere lugar en el ámbito de sus 
funciones.

Si la pretensión es la titulación del inmueble con 
base en la posesión, adicionalmente se ordenará el 
emplazamiento de las personas ue se crean con de-
rechos sobre el respectivo bien, en la forma estable-
cida en el siguiente numeral.

3. El demandante procederá al emplazamiento 
en los términos previstos en el estatuto general de 
procedimiento vigente y deberá instalar una valla de 
dimensión no inferior a un metro cuadrado, en lugar 

visible del predio objeto del proceso, junto a la vía 
pública más importante sobre la cual tenga frente o 
límite.

La valla deberá contener los siguientes datos:
a) La denominación del juzgado ue adelanta el 

proceso;
b) El nombre del demandante;
c) El nombre del demandado y, si la pretensión 

es la titulación de la posesión, la indicación de si se 
trata de indeterminados;

d) El número de radicación del proceso;
e) La indicación de ue se trata de un proceso de 

titulación de la posesión;
f) El emplazamiento de todas las personas ue 

crean tener derechos sobre el inmueble, para ue 
concurran al proceso;

g) La identi cación con ue se conoce al predio;
Tales datos deberán estar escritos en letra de ta-

maño no inferior a siete (7) centímetros de alto por 
cinco (5) centímetros de ancho.

Cuando se trate de inmuebles sometidos a propie-
dad horizontal, a cambio de la valla se jará un aviso 
en lugar visible de la entrada al inmueble.

Instalada la valla o el aviso, el demandante deberá 
aportar fotografías o mensaje de datos del inmueble 
en las ue se observe el contenido de ellos.

La valla o el aviso deberán permanecer instalados 
hasta la diligencia de inspección judicial.

Inscrita la demanda y aportadas las fotografías o 
mensajes de datos por el demandante, el juez ordena-
rá correr traslado de la demanda a las personas em-
plazadas, uienes podrán contestarla en el término 
de diez (10) días; uienes concurran después toma-
rán el proceso en el estado en ue se encuentre.

4. El juez designará curador ad lítem ue repre-
sente a los demandados indeterminados, como tam-
bién a los demandados ciertos cuya dirección se ig-
nore. El curador ad lítem, para contestar la demanda, 
tendrá el término previsto para el proceso verbal en 
el estatuto general de procedimiento vigente.

5. Cuando la pretensión sea el saneamiento de tí-
tulo ue conlleve la llamada falsa tradición, adicio-
nalmente se ordenará emplazar a todos los colindan-
tes del inmueble o inmuebles objeto del proceso, en 
armonía con el literal c) del artículo 11 de la presente 
ley.

Artículo 15. Diligencia de inspección. Cumplido 
el trámite precedente y vencido el término de trasla-
do de la demanda, el juez dentro de los tres (3) días 
siguientes, jará fecha y hora para realizar diligencia 
de inspección judicial. Dicha diligencia se realizará 
dentro de los diez (10) días siguientes.

Si llegados el día y hora jados para la diligen-
cia el demandante no se presenta o no suministra los 
medios necesarios para practicarla, no podrá llevarse 
a cabo. El demandante, dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes, deberá expresar las razones ue 
justi uen su inasistencia o incumplimiento. El Juez 
las evaluará y determinará si se ja nueva fecha y 
hora o se archiva la actuación. En caso de no encon-
trar razones justi cativas, el Juez sancionará al de-
mandante con multa e uivalente al pago de un sala-
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rio mínimo legal mensual vigente (1 smlmv) a favor 
del Tesoro Nacional y se archivará el expediente sin 
perjuicio de ue se pueda presentar nueva demanda.

Parágrafo 1º. Salvo en los casos previstos en el 
inciso nal del artículo 12, el juez ue practica la 
audiencia, se asesorará y acompañará de perito para 
identi car el inmueble por sus linderos y cabida, y 
ordenará la práctica de las pruebas necesarias para 
lograr su plena identi cación.

Parágrafo 2º. La identi cación física de los in-
muebles se apoyará en los informes a ue se re ere 
el inciso nal del artículo 12, o en planos georrefe-
renciados, con coordenadas geográ cas referidas a la 
red geodésica nacional. Para los inmuebles rurales si 
no fuere posible se hará mediante presentación de un 
plano en el cual se determine la descripción, cabida 
y linderos, elaborado por la autoridad catastral o por 
un topógrafo, agrimensor o ingeniero con matrícula 
profesional vigente.

Parágrafo 3º. Si en la diligencia de inspección 
judicial el juez encuentra ue el inmueble no reúne 
las condiciones establecidas en los numerales 1 a 8 
del artículo 6º, ordenará el archivo del expediente y 
compulsará copias a las autoridades competentes.

Artículo 16. Oposición. Además de la oportuni-
dad concedida en el término de traslado de la deman-
da, en la diligencia de inspección judicial, oralmente 
se podrá formular oposición a las pretensiones del 
demandante, caso en el cual se aplicarán las siguien-
tes reglas:

1. El juez escuchará las pretensiones, excepcio-
nes, y argumentos de las partes.

2. Como oposición a las pretensiones del deman-
dante, el juez tendrá en cuenta las objeciones rela-
cionadas con la propiedad, la posesión, la violación 
de normas jurídicas, el desplazamiento forzado, des-
pojo o abandono forzado conforme a la Ley 1448 de 
2011.

3. El juez podrá hacer las preguntas ue estime 
oportunas a uienes participen en la audiencia, exa-
minar los documentos aportados por las partes y so-
licitar los conceptos técnicos ue considere pertinen-
tes y conducentes para de nir el derecho.

4. El juez ordenará practicar las pruebas ue soli-
cite el opositor si fueren pertinentes y conducentes a 
los propósitos del proceso.

5. Si se ordena la práctica de dictamen pericial, 
relacionado con temas distintos a los consagrados en 
el parágrafo 1º del artículo anterior, el juez suspen-
derá la diligencia, concederá un término máximo de 
diez (10) días para ue el perito rinda su concepto, 
vencidos los cuales la reanudará para ue las partes 
se pronuncien sobre el mismo.

Artículo 17. Sentencia. Si en el proceso, se deter-
mina la identi cación y ubicación plena del inmue-
ble, así como la posesión material ue alega el de-
mandante, y no se hubiesen presentado excepciones 
u oposiciones a las pretensiones de la demanda, o 
estas no estuvieren llamadas a prosperar, el juez pro-
ferirá inmediatamente sentencia de primera instancia 
de titulación de la posesión material sobre el inmue-
ble, o saneamiento de la llamada falsa tradición, la 
cual se noti cará en estrados.

La sentencia ue titula posesión sobre predios de 
propiedad privada o la ue sanea título de propiedad 
privada ue conlleva la llamada falsa tradición, orde-
nará la inscripción en el respectivo folio de matrícula 
inmobiliario, u ordenará la asignación de un nuevo 
folio, según el caso. Una vez inscrita la sentencia los 
particulares no podrán demandar sobre la propiedad 
o posesión del bien por causa anterior a la sentencia, 
salvo lo previsto en la Ley 1448 de 2011.

En ningún caso, las sentencias de declaración de 
pertenencia serán oponibles al Instituto Colombiano 
de Desarrollo Rural (Incoder) respecto de los proce-
sos de su competencia.

Artículo 18. Recursos. Contra la sentencia proce-
derá el recurso de apelación.

La apelación de la sentencia se sustentará oral-
mente y se concederá o negará en la misma audien-
cia. Concedido el recurso en el efecto suspensivo, el 
juez enviará inmediatamente el expediente al supe-
rior, uien tendrá un término de veinte (20) días con-
tados a partir del recibo del expediente, para desatar 
el recurso.

Artículo 19. Causales de nulidad. La persona ue 
haya sido víctima de despojo, usurpación o abando-
no forzado en los términos de la Ley 1448 de 2011, 

ue no pudo oponerse en el proceso especial de ue 
trata esta ley, o la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, 
podrán solicitar en cual uier tiempo la nulidad de 
la sentencia ejecutoriada, ante los jueces civiles del 
circuito especializados en restitución de tierras, ten-
diente a demostrar ue la posesión del bien cuyo tí-
tulo se otorgó tuvo origen en alguna de esas circuns-
tancias.

Si se demuestra, se declarará la nulidad de la 
mencionada providencia mediante auto susceptible 
del recurso de apelación.

Así mismo, las autoridades competentes podrán 
solicitar la nulidad de la sentencia cuando los inmue-
bles no reunieran las condiciones establecidas en los 
numerales 1, 3, 4, 5, 6, 7 u 8 del artículo 6º de esta 
ley.

Artículo 20. Honorarios. Los honorarios de los 
apoderados serán jados por el juez en la sentencia y 
no podrán exceder de cinco salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (5 smlmv). Los honorarios del 
perito, si hubiere lugar a su intervención, serán de 
un salario mínimo legal mensual vigente (1 smlmv).

CAPÍTULO III
Otras disposiciones

Artículo 21. Ministerio Público. En el proceso 
verbal especial de ue trata la presente Ley, el Mi-
nisterio Público si así lo considera pertinente, actua-
rá como garante del interés general, para prevenir la 
consolidación de despojos, la desaparición de prue-
bas o la ocurrencia de hechos y circunstancias ilegí-
timas ue se puedan dar en este proceso. En primera 
instancia, el Ministerio Público será ejercido por el 
personero municipal o distrital del lugar donde se 
tramite el proceso. En segunda instancia, actuarán 
los Procuradores Judiciales Ambientales y Agrarios.

Para el cabal desempeño de la anterior función, la 
Procuraduría General de la Nación, en cooperación 



Página 12 Jueves, 14 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  371

con el Gobierno Nacional, capacitará a los Persone-
ros Municipales y Distritales así como a los Procura-
dores Judiciales Ambientales y Agrarios.

Artículo 22. Derecho de postulación. Las partes 
en estos procesos deberán concurrir a través de apo-
derado.

Artículo 23. Duración del proceso. Salvo inte-
rrupción o suspensión del proceso por causa legal, 
no podrá transcurrir un lapso superior a seis (6) me-
ses para dictar sentencia de primera instancia, con-
tado a partir de la noti cación del auto admisorio de 
la demanda a la parte demandada. Del mismo modo, 
el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá 
ser superior a tres (3) meses, contados a partir del 
recibo del expediente en la Secretaría del Juzgado.

Vencido el respectivo término previsto en el inci-
so anterior sin haberse dictado la providencia corres-
pondiente, el funcionario perderá automáticamente 
competencia para conocer del proceso, por lo cual, 
al día siguiente, deberá informarlo a la Sala Admi-
nistrativa del Consejo Superior de la Judicatura, o a 
la entidad ue lo reemplace y remitir el expediente 
al juez ue le sigue en turno, uien asumirá compe-
tencia y proferirá la providencia dentro del término 
máximo de tres (3) meses. La remisión del expedien-
te se hará directamente, sin necesidad de reparto ni 
participación de las o cinas de apoyo judicial. El 
juez ue recibe el proceso deberá informar a la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
sobre la recepción del expediente y la emisión de la 
sentencia.

Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma 
categoría y especialidad, el proceso pasará al juez 

ue designe la Sala de Gobierno del Tribunal Supe-
rior respectivo.

Excepcionalmente el juez podrá prorrogar por 
una sola vez el término para resolver la instancia res-
pectiva, hasta por tres (3) meses más, con explica-
ción de la necesidad de hacerlo, mediante auto ue 
no admite recurso.

Será nula de pleno derecho la actuación posterior 
ue realice el juez ue haya perdido competencia 

para emitir la respectiva providencia.
Para la observancia de los términos señalados en 

el presente artículo, el juez ejercerá los poderes de 
ordenación e instrucción, disciplinarios y correccio-
nales establecidos en la ley.

El vencimiento de los términos a ue se re ere 
este artículo, deberá ser tenido en cuenta como cri-
terio negativo y obligatorio en la cali cación de des-
empeño de los distintos funcionarios judiciales.

Artículo 24. Derechos de Notariado y Registro. 
En las sentencias ue declaren propiedad o el sanea-
miento del título de posesión de conformidad con la 
presente ley, los derechos de registro se li uidarán 
como acto sin cuantía.

Así mismo, los gastos de notariado y registro de 
los títulos expedidos en el marco de la ejecución de 
programas especiales de formalización de la propie-
dad rural, se li uidarán como acto sin cuantía.

Artículo 25. Arancel Judicial. En el proceso ver-
bal especial de ue trata esta ley, no se causará aran-
cel judicial alguno.

Artículo 26. Efecto general e inmediato de la ley. 
Podrá acogerse al proceso verbal especial a uí pre-
visto todo a uel ue a la entrada en vigencia de esta 
Ley haya cumplido los re uisitos para tal efecto.

Artículo 27. Vigencia. Esta ley empezará a regir 
seis (6) meses después de su promulgación y deroga 
la Ley 1182 de 2008, así como todas a uellas dispo-
siciones ue le sean contrarias.

Por el honorable Senado, Por la honorable Cáma-
ra de Representantes,

Eduardo Enríquez Maya, Senador de la Repú-
blica; Guillermo Rivera Flórez, Representante a la 
Cámara.

* * *
INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 100 DE 2010 SENADO, 222 DE 

2011 CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia a la celebra-
ción de los ciento cincuenta (150) años de fundación 
del municipio de Pereira y rinde público homenaje a 

sus habitantes.
Doctores
JUAN MANUEL CORZO ROMÁN
Presidente
Senado de la República
SIMÓN GAVIRA MUÑOZ
Presidente
Cámara de Representantes
Respetados señores Presidentes:
En atención de la honrosa misión encomendada 

por las Mesas Directivas del honorable Senado de la 
República y de la honorable Cámara de Represen-
tantes y dando cumplimiento a lo dispuesto por el 
artículo 161 de la Constitución Política y el 186 de 
la Ley 5ª de 1992, acudimos a sus Señorías con el 

n de rendir Informe de Conciliación al Proyecto de 
ley número 100 de 2010 Senado, 222 de 2011 Cá-
mara, por medio de la cual la Nación se asocia a la 
celebración de los ciento cincuenta (150) años de 
fundación del municipio de Pereira y rinde público 
homenaje a sus habitantes, acogiendo el texto apro-
bado por la plenaria de la Cámara de Representantes, 
según consta en el Acta de Sesión Plenaria número 
131, del 13 de junio de 2012, el cual anexamos.

De los honorables Congresistas,
Carlos Enrique Soto Jaramillo, Senador de Re-

pública; Dídier Burgos Ramírez, Representante a la 
Cámara.

TEXTO DEFINITIVO CONCILIADO  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 100  

DE 2010 SENADO, 222 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia a la celebra-
ción de los ciento cincuenta (150) años de fundación 
del municipio de Pereira y rinde público homenaje a 

sus habitantes.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. La Nación se asocia a la conmemo-

ración de los Ciento Cincuenta (150) Años de funda-
ción del municipio de Pereira, Capital del Departa-
mento de Risaralda, los cuales se celebrarán el treinta 
(30) de agosto de dos mil trece (2013) y rinde públi-
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co homenaje a sus habitantes, exaltando la memoria 
de sus fundadores, entre ellos el presbítero Remigio 
Antonio Cañarte y Jesús María Ormaza.

Artículo 2º. El Gobierno Nacional y el Congre-
so de la República rendirán honores al Municipio de 
Pereira, en la fecha ue las autoridades locales seña-
len para el efecto, y se presentarán con comisiones 
integradas por miembros del Gobierno Nacional y el 
Congreso de la República.

Artículo 3º. Autorícese al Gobierno Nacional para 
ue en cumplimiento y de conformidad con los artí-

culos 288, 334, 341 y 345 de la Constitución Política 
y de las competencias establecidas en la Ley 715 de 
2001, asigne en el Presupuesto General de la Nación, 
y/o promueva a través del Sistema Nacional de Co-

nanciación, las partidas presupuestales necesarias a 
n de adelantar las siguientes obras de interés públi-

co y social, promotoras del desarrollo regional, ue 
bene ciarán a la comunidad del municipio de Perei-
ra, en el departamento de Risaralda:

1. Construcción del Par ue Lineal del Río Otún, 
así como el desarrollo de la operación urbana inte-
gral en dicho sector, entendido como patrimonio am-
biental y cultural de la ciudad.

2. Construcción del proyecto denominado “La 
Calle de la Fundación”, situado en la central y tra-
dicional Calle 19, lugar de encuentro de habitantes y 
visitantes de la ciudad.

3. Apoyo e impulso a la plani cación, desarrollo y 
constitución de un Centro Tecnológico ubicado en el 
área suroccidental de la ciudad, ue se establecerá en 
la histórica comuna Cuba del municipio de Pereira.

4. Mejoramiento de la infraestructura del lado aire 
y lado tierra del Aeropuerto Internacional Matecaña.

Artículo 4º. Las autorizaciones de gastos otorga-
das al Gobierno Nacional en virtud de esta ley, se 
incorporarán en los Presupuestos Generales de la 
Nación, de acuerdo con las normas orgánicas en ma-
teria presupuestal, en primer lugar, reasignando los 
recursos hoy existentes en cada órgano ejecutor, sin 

ue ello impli ue un aumento del presupuesto y en 
segundo lugar, de acuerdo con las disponibilidades 

ue se produzcan en cada vigencia scal.
Artículo 5º. La presente ley rige a partir de la fe-

cha de su promulgación.
De los honorables Congresistas,
Carlos Enrique Soto Jaramillo, Senador de Re-

pública; Dídier Burgos Ramírez, Representante a la 
Cámara.

* * *
INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 276 DE 2011 SENADO, 127 DE 

2010 CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia a los 200 

años de la fundación del municipio de Guatapé,  
en el departamento de Antioquia.

Bogotá, D. C., 14 de junio de 2012
Doctores
JUAN MANUEL CORZO ROMÁN
Presidente
Senado de la República
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente

Cámara de Representantes
Bogotá, D. C.
Respetados Presidentes:
En consideración a la designación para hacer par-

te de la Comisión Accidental de Conciliación efec-
tuada por ustedes, con base en lo dispuesto en el 
artículo 161 de la Constitución Política y 186 de la 
Ley 5ª de 1992, los suscritos hemos acordado acoger 
como texto conciliado y ue nalmente irá a sanción 
Presidencial del Proyecto de ley número 276 de 2011 
Senado, 127 de 2010 Cámara, por medio de la cual 
la Nación se asocia a los 200 años de la fundación 
del municipio de Guatapé, en el departamento de 
Antioquia, aprobado por la Plenaria de Senado, el día 
6 de junio de 2012, y Cámara de Representantes, el 
día 8 de junio de 2011. Se acoge el texto aprobado en 
la sesión Plenaria de la Cámara de Representantes.

Anexamos el texto conciliado.
Cordialmente,
Germán Hoyos Giraldo, Senador de la Repúbli-

ca; León Darío Ramírez Valencia, Representante a 
la Cámara.

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO  
DE LEY 276 DE 2011 SENADO, 127 DE 2010 

CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia a los 200 

años de la fundación del municipio de Guatapé,  
en el departamento de Antioquia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. La Nación rinde homenaje al munici-
pio de Guatapé en el departamento de Antio uia, con 
motivo de conmemorarse los 200 años de su funda-
ción el 4 de octubre de 2011.

Artículo 2º. La Academia Colombiana de Histo-
ria, con la colaboración de la casa de la cultura del 
municipio de Guatapé editará una monografía de 
este municipio como compendio histórico del polo 
de desarrollo sociocultural, turístico y ar ueológico 
de oriente cercano en el departamento de Antio uia.

Artículo 3º. La Nación erigirá un monumento a 
los fundadores en conmemoración de los 200 años, y 
lo colocará con una placa conmemorativa en el par-

ue principal del municipio.
Artículo 4º. Radio y Televisión de Colombia 

(RTVC) producirá un programa de televisión y ra-
dio, ue será transmitido por el canal institucional y 
Señal Colombia y la Radiodifusora Nacional, sobre 
los principales aspectos culturales, sociales, deporti-
vos y turísticos del municipio.

Artículo 5º. De conformidad con los artículos 
334, 341 y 359 numeral 3 de la Constitución, auto-
rízase al Gobierno Nacional para incorporar dentro 
del Presupuesto General de la Nación, y/o impulsar 
a través del Sistema Nacional de Co nanciación, las 
apropiaciones necesarias ue permitan la ejecución 
de las siguientes obras:

1. Construcción del Par ue Temático e Interacti-
vo “Guatapé 200 años”. Como iniciativa innovadora 
para el fortalecimiento y desarrollo del sector turís-
tico en el municipio de Guatapé, departamento de 
Antio uia.
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2. Adecuación y ampliación de la infraestructura 
de la Unidad Deportiva y Recreativa “Hildebrando 
Giraldo Parra”. Para el fortalecimiento del centro de 
iniciación y formación deportiva del municipio de 
Guatapé, departamento de Antio uia.

3. Rehabilitación de la Red Vial Urbana del mu-
nicipio de Guatapé.

4. Construcción del Hogar Múltiple del munici-
pio de Guatapé, departamento de Antio uia.

5. Construcción “Par ue del Artista y el Artesa-
no” y su respectiva vía de ingreso.

6. Mejoramiento de Espacios Públicos, zonas ver-
des y ornato del casco urbano del municipio de Gua-
tapé, departamento de Antio uia.

7. Mejoramiento de cinco kilómetros de la ruta 
turística anillo vial vereda Quebrada Arriba, La Pie-
dra del municipio de Guatapé, departamento de An-
tio uia, a través de la aplicación de asfalto reciclado.

Artículo 6º. Autorízase al Gobierno Nacional para 
realizar los traslados presupuestales, elaborar los 
créditos y contracréditos, celebrar los contratos y to-
mar las decisiones necesarias de acuerdo con sus ca-
pacidades presupuestales para el cabal cumplimiento 
de la presente ley.

Artículo 7º. Esta ley rige desde la fecha de pro-
mulgación.

Germán Hoyos Giraldo, Senador de la Repúbli-
ca; León Darío Ramírez Valencia, Representante a 
la Cámara.

* * *
INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYEC-
TO DE LEY 61 DE 2011 SENADO, 161 DE 2010 

CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia a la celebra-
ción de los cuatrocientos diez (410) años de fundación 
del municipio de Zipaquirá, se rinde público homena-

je a sus habitantes y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 14 de junio de 2012
Doctores
JUAN MANUEL CORZO
Presidente Senado de la República
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente Cámara de Representantes
La ciudad
Apreciados Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por las 

Presidencias del Senado y de Cámara y de conformi-
dad con los artículos 161 de la Constitución Política 
y en concordancia con el artículo 186 de la Ley 5ª de 
1992, los suscritos Senadores y Representantes inte-
grantes de la Comisión Accidental de Conciliación, 
nos permitimos someter, por su conducto, a conside-
ración de las plenarias del Senado y de la Cámara de 
Representantes, el texto conciliado del proyecto de 
ley de la referencia.

Con el n de cumplir con el encargo con ado, 
procedimos a reunirnos para estudiar, analizar y con-
cluir en una propuesta uni cada del texto del proyec-
to de ley, en conclusión la Comisión de Conciliado-
res decidió adoptar el texto aprobado en la plenaria 
del Senado.

TEXTO CONCILIADO DEL PROYECTO  
DE LEY NÚMERO 61 DE 2011 SENADO, 161 

DE 2010 CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia a la celebra-
ción de los cuatrocientos diez (410) años de fundación 
del municipio de Zipaquirá, se rinde público homena-

je a sus habitantes y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. La Nación se asocia a la conmemo-

ración de los cuatrocientos diez (410) años de fun-
dación del municipio de Zipa uirá, cabecera de la 
Provincia de Sabana Centro, departamento de Cun-
dinamarca, y rinde público homenaje a sus habitan-
tes, exaltando la memoria de sus fundadores.

Artículo 2º. El Gobierno Nacional y el Congreso 
de la República rendirán honores al municipio de Zi-
pa uirá en la fecha ue las autoridades locales seña-
len para el efecto.

Artículo 3º. Autorícese al Gobierno Nacional para 
ue en cumplimiento y de conformidad con los artí-

culos 288, 334, 341 y 345 de la Constitución Política 
y de las competencias establecidas en la Ley 715 de 
2001 asigne en el Presupuesto General de la Nación, 
y/o promueva a través del Sistema Nacional de Co-

nanciación, las partidas presupuestales necesarias 
a n de adelantar las siguientes obras de interés pú-
blico y social, promotoras del desarrollo regional, 

ue bene ciarán a la comunidad del municipio de 
Zipa uirá, en el departamento de Cundinamarca: 1. 
Construcción megacolegio Zipa uirá, 2. Construc-
ción centro artesanal y de servicios turísticos, 3. De-
sarrollo vial para una gran ciudad y 4.Construcción 
y/o terminación de la ciudadela universitaria y la 
adecuación de la infraestructura universitaria.

Artículo 4º. Las autorizaciones de gastos otor-
gadas al Gobierno Nacional en virtud de esta ley se 
incorporarán al Presupuesto General de la Nación, 
de acuerdo con las normas orgánicas en materia pre-
supuestal, en primer lugar, reasignando los recursos 
hoy existentes en cada órgano ejecutor, sin ue ello 
impli ue un aumento del presupuesto y, en segun-
do lugar, de acuerdo con las disponibilidades ue se 
produzcan en cada vigencia scal.

Artículo 5º. La presente ley entrará a regir a par-
tir de su sanción, promulgación y publicación en el 
Diario O cial.

Juan Carlos Restrepo Escobar, Senador de Re-
pública; Joaquín Camelo Ramos, Representante a la 
Cámara.

* * *
INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 79 DE 2011 SENADO, 100 DE 

2010 CÁMARA
por medio de la cual se modi ca el parágrafo  del 
artículo 64 de la Ley 1242 de 2008. Competencia 
para el mantenimiento del canal de acceso al Puerto 

de Barranquilla.
Bogotá, D. C., 13 de junio de 2012
Doctor
JUAN MANUEL CORZO
Presidente
Senado de la República
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Doctor
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente
Cámara de Representantes
De conformidad con el artículo 161 de la Cons-

titución Política y la designación hecha por las me-
sas directivas de ambas corporaciones, rendimos el 
Informe de Conciliación al Proyecto de ley número 
79 de 2011 Senado, 100 de 2010 Cámara, por me-
dio de la cual se modi ca el parágrafo  del artí-
culo 64 de la Ley 1242 de 2008. Competencia para 
el mantenimiento del canal de acceso al Puerto de 
Barranquilla, acogiendo como texto conciliado el 
siguiente:
por medio de la cual se modi ca el parágrafo  del 
artículo 64 de la Ley 1242 de 2008. Competencia 
para el mantenimiento del canal de acceso al Puerto 

de Barranquilla.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El parágrafo 3º del artículo 64 de la 

Ley 1242 de 2008, uedará así:
Parágrafo 3º. En los últimos treinta kilómetros 

del Río Magdalena el 60% de la contraprestación 
por zona de uso público e infraestructura la recibirá 
la Corporación Autónoma Regional del Río Grande 
de la Magdalena (Cormagdalena), o uien haga sus 
veces, uien tendrá a cargo las obras de encauza-
miento y mantenimiento en el canal de acceso a la 
Zona Portuaria de Barran uilla; el restante 40% se 
destinará a los municipios o distritos destinados a 
reforestación y saneamiento básico. Para inversión 
en las vías de acceso terrestre a la zona portuaria 
de Barran uilla, Cormagdalena coordinará con el 
Invías los recursos ue aportará para tal n, de la 
contraprestación recibida.

Las contraprestaciones ue el Invías tenga com-
prometidas en futuras vigencias hasta la entrada en 
vigencia de la presente ley, continuarán siendo reci-
bidas por dicha entidad hasta su ejecución.

En todo caso, el Instituto Nacional de Vías (In-
vías) o uien haga sus veces y las entidades del orden 
nacional y territorial, del nivel central y descentrali-
zado podrán, de conformidad con lo establecido en 
la Ley 489 de 1998, aunar esfuerzos presupuestales, 
técnicos, físicos para adelantar obras de encauza-
miento y mantenimiento de los últimos 30 kilóme-
tros del Río Magdalena, bajo la coordinación del Mi-
nisterio de Transporte.

La contraprestación por zonas de uso público en 
infraestructuras ubicadas en el resto del Río Magda-
lena como en sus conexiones uviales de su com-
petencia, las recibirá en su totalidad Cormagdalena.

Artículo 2º. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su expedición.

De los honorables Senadores y Representantes,
Mauricio Aguilar Hurtado, Senador de la Repú-

blica; Atilano Alonso Giraldo Arboleda, Represen-
tante a la Cámara

INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 90 DE 2011 SENADO, 002 DE 

2010 CÁMARA
por la cual se dictan normas sobre la operación y fun-
cionamiento de establecimientos que prestan el ser-
vicio de videojuegos y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., junio 14 de 2012
Doctores
JUAN MANUEL CORZO ROMÁN
Presidente Senado de la República
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad
Referencia: Informe de conciliación al Proyec-

to de ley número 90 de 2011 Senado, 002 de 2010 
Cámara, por la cual se dictan normas sobre la ope-
ración y funcionamiento de establecimientos que 
prestan el servicio de videojuegos y se dictan otras 
disposiciones.

Señores Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por las 

presidencias del honorable Senado de la República 
y de la honorable Cámara de Representantes, y de 
conformidad con los artículos 161 de la Constitución 
Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Se-
nadores y Representantes integrantes de la Comisión 
de Conciliación nos permitimos someter, por su con-
ducto, a consideración de las Plenarias de Senado y 
de la Cámara de Representantes para continuar su 
trámite correspondiente, el texto conciliado del pro-
yecto de la referencia, dirimiendo de esta manera las 
discrepancias existentes entre los textos aprobados 
por las respectivas plenarias del Senado de la Re-
pública y la Cámara de Representantes en primera 
vuelta.

Para cumplir con nuestro cometido, procedimos a 
realizar un estudio comparativo de los textos aproba-
dos en las respectivas Cámaras y, una vez analizado 
su contenido, decidimos acoger el texto aprobado en 
la Plenaria del Senado el día 14 de junio de 2012, 
aprobado en Segunda Vuelta, cuyo texto se transcri-
be a continuación:
TEXTO PROPUESTO PARA CONCILIACIÓN 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 90  
DE 2011 SENADO, 002 DE 2010 CÁMARA

por la cual se dictan normas sobre la operación y fun-
cionamiento de establecimientos que prestan el ser-
vicio de videojuegos y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. De nición. Para los efectos de la pre-
sente ley se entiende por establecimiento de presta-
ción de servicio de videojuegos, a uel ue ofrece 
juegos de video por computador y/o simuladores, o 
consolas de videojuegos, y/o cual uier otro instru-
mento, ue en su desarrollo utilice imágenes visuales 
electrónicas o similares. El servicio de videojuegos 
será prestado por personas naturales o jurídicas, de-
bidamente inscritas en la Cámara de Comercio del 
lugar en el ue cumple su objeto comercial.
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Artículo 2º. Funcionamiento. Los establecimien-
tos de ue trata la presente ley deberán acreditar ante 
las autoridades municipales y distritales los re uisi-
tos exigidos en la Ley 232 de 1995 y Decreto 1879 
de 2008, o las normas aplicables para este efecto.

Para acreditar la existencia, propiedad y reno-
vación de la matrícula mercantil, la Cámara de Co-
mercio o la organización ue cumpla sus funciones, 
deberá exigir certi cación expedida por el Curador 
Urbano o autoridad competente, en la ue se acredite 

ue el establecimiento cumple con el uso del suelo 
permitido y/o admitido en la licencia de construc-
ción original, en el plan de ordenamiento territorial o 
plan básico de ordenamiento del territorio o es uema 
básico de ordenamiento territorial, de acuerdo con la 
categoría del municipio o distrito.

El incumplimiento a esta norma dará lugar al cie-
rre de nitivo del establecimiento, ue será ordenado 
de conformidad con el procedimiento establecido en 
el Código Nacional de Policía.

Parágrafo transitorio. Los establecimientos ue al 
momento de la entrada en vigencia de la presente ley 
se encuentren abiertos al público, tendrán un térmi-
no de doce (12) meses para dar cumplimiento a lo 
establecido en los artículos 2º y 3º de la presente ley.

Artículo 3º. Criterios de operación. Todos los 
establecimientos a los ue se re ere la presente ley, 
deberán cumplir para su funcionamiento y operación 
con los siguientes re uisitos:

1. Estar ubicados a más de 400 metros de distan-
cia de centros e instituciones educativas de carácter 
formal o no formal.

2. Atender estrictamente a la clasi cación de los 
videojuegos establecida en el artículo 8º de la pre-
sente ley.

3. Disponer de condiciones de iluminación y ven-
tilación propicias, espacios y áreas necesarias para 
garantizar condiciones adecuadas para la salud, el 
bienestar y la comodidad; evitando la utilización de 
sistemas de iluminación ue pueden afectar la salud 
de los usuarios. Asimismo, contar con la habilitación 
de baños para mujeres y hombres los cuales deberán 
cumplir con las condiciones de higiene y salud esta-
blecidas en las normas vigentes.

4. Implementar las medidas necesarias en materia 
de prevención y atención de emergencias, de confor-
midad a lo establecido por las autoridades Municipa-
les, Distritales y la ley.

5. Veri car ue el espacio disponible para cada 
usuario le permita situarse a la distancia apropiada 
entre jugador y pantalla, y ue la distancia entre los 
e uipos de videojuegos garanticen en todo momento 
el servicio, la operación, la salud y la seguridad de 
los usuarios.

6. Designar como responsable o encargado de la 
administración del establecimiento y la operación de 
los videojuegos, a una persona mayor de edad.

7. No vender bebidas con contenido alcohólico ni 
cigarrillos en los establecimientos o salones cuya ac-
tividad comercial esté destinada a prestar el servicio 
de videojuegos. Además, el responsable o encarga-
do de la administración del establecimiento debe-
rá denunciar ante la autoridad competente la venta 

clandestina a los menores de cual uier sustancia psi-
cotrópica ue se presentare al interior del estableci-
miento.

8. Mantener los sistemas de audio y video en los 
niveles permitidos, conforme a lo estipulado en el 
artículo 2º de la Ley 232 de 1995 o en la norma ue 
la modi ue o adicione, de manera ue no afecten la 
salud de los usuarios o la tran uilidad de la comu-
nidad.

9. Obtener el certi cado de capacitación en la 
identi cación y manejo de jugadores patológicos e 
informar a las autoridades cuando sea advertida la 
presencia de un usuario ludópata o en riesgo de con-
vertirse en ludópata.

Parágrafo. Las autoridades municipales y distrita-
les podrán proceder a decretar el cierre de nitivo del 
establecimiento ue presta el servicio de videojue-
gos cuando establezcan ue el mismo opera con vi-
deojuegos de contrabando o copias no originales.

Artículo 4º. Del acceso. Queda prohibido el in-
greso a los establecimientos de ue trata la presente 
ley de los menores de catorce (14) años.

Parágrafo. La responsabilidad sobre los usuarios 
menores de 18 años recaerá siempre en los padres de 
familia, uienes ejercerán su vigilancia y control en 
el momento en ue a uellos hagan uso del servicio 
de videojuegos en los establecimientos legalmente 
constituidos de ue habla la presente ley. El estable-
cimiento podrá exigir la autorización expresa de los 
padres para cuando los usuarios sean menores de 18 
años.

Artículo 5º. Entidades responsables. Las Secreta-
rías de Gobierno y las Secretarías de Salud de orden 
departamental, distrital y municipal, serán los res-
ponsables del cumplimiento de los preceptos conte-
nidos en la presente ley.

Artículo 6º. Comité de Promoción, Clasi cación 
y Seguimiento para el uso de Videojuegos. Créase el 
Comité de Promoción, Clasi cación y Seguimiento 
para el uso de Videojuegos, ue estará integrado por:

- Secretario de Gobierno departamental, distrital 
o municipal según corresponda.

- Director del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, o su Delegado.

- Dos (2) representantes de la Sociedad Nacional 
Colombiana de Psicología.

- Dos (2) representantes de las Agremiaciones de 
las Asociaciones de Padres de Familia.

- Dos (2) representantes de la Asociación de Fa-
cultades de Educación.

- Un (1) representante de la Asociación Colom-
biana de Psi uiatría.

- Dos (2) representantes de las ligas de videojue-
gos de Colombia.

Las entidades relacionadas cumplirán con lo se-
ñalado en el presente artículo con su actual estructu-
ra administrativa.

Artículo 7º. Funciones del Comité de Promoción, 
Clasi cación y Seguimiento para el uso de Videojue-
gos. Corresponde al Comité de Promoción, Clasi -
cación y Seguimiento para el uso de Videojuegos las 
siguientes funciones:
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1. Revisar las clasi caciones de los videojuegos 
ue circulen en Colombia de acuerdo a los criterios 

contenidos en el artículo 9º de la presente ley. Esta 
clasi cación deberá ser actualizada y publicada por 
lo menos dos (2) veces al año y comunicarse en for-
ma debida y oportuna al Ministerio de Salud y Pro-
tección Social, al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, a las Secretarías de Gobierno, a las Secreta-
rías de Salud Municipales o Distritales y a la comu-
nidad en general.

2. Solicitar al Ministerio de Educación Nacional 
la publicación de orientaciones pedagógicas ue el 
marco de las competencias ciudadanas permitan a 
los estudiantes desarrollar destrezas, habilidades y 
actitudes para tomar decisiones asertivas frente a 
las diferentes situaciones de su vida cotidiana, entre 
ellas, la recreación saludable y el uso adecuado del 
tiempo libre.

3. Promover campañas pedagógicas y educativas 
orientadas a advertir a los padres de familia y a los 
jugadores, sobre las implicaciones ue para la salud 
puede ocasionar el uso de videojuegos.

4. Establecer, en coordinación con las Secretarías 
de Gobierno y las Secretarías de Salud Departamen-
tales, Municipales y Distritales, y las demás autori-
dades regionales y locales, en un término de un (1) 
año, a partir de la aprobación de la presente ley, una 
estrategia integral para promover, divulgar y fomen-
tar, de manera permanente, el uso adecuado de los 
videojuegos y la prevención de la ludopatía.

Ningún videojuego puede ser comercializado, 
distribuido, vendido o al uilado en el país sin la 
clasi cación previa asignada por el Comité de Pro-
moción, Clasi cación y Seguimiento para el uso de 
Videojuegos.

Parágrafo 1º. El Ministerio de Salud y Protección 
Social será el responsable de de nir las acciones co-
rrespondientes a la prevención de los riesgos asocia-
dos a la práctica de los videojuegos, los protocolos 
y guías de atención de la ludopatía para su imple-
mentación en el sistema de seguridad social en salud. 
Lo anterior deberá ser articulado e implementado por 
los entes territoriales.

Parágrafo transitorio. A partir de la entrada en vi-
gencia de la presente ley y por única vez, el Comité 
de Promoción, Clasi cación y Seguimiento para el 
uso de Videojuegos tendrá seis (6) meses para ex-
pedir una lista en la cual se recopilen los títulos de 
videojuegos ue circulen actualmente en Colombia 
y la clasi cación ue les ha sido asignada. Posterior-
mente, deberá hacerse una revisión de dicha clasi -
cación de acuerdo con el numeral 1 del artículo 7º de 
la presente ley.

Artículo 8º. Capacitación en la identi cación de 
jugadores patológicos. Las autoridades territoriales 
de salud promoverán la capacitación a los propieta-
rios y empleados de los establecimientos ue prestan 
el servicio de videojuegos, para la identi cación de 
jugadores patológicos y expedirán el certi cado co-
rrespondiente.

Artículo 9º. Clasi cación de videojuegos. Todo 
videojuego ue se comercialice, distribuya, venda o 
al uile en Colombia, deberá ser clasi cado de acuer-
do a los siguientes criterios:

1. Videojuego de abierta circulación: Clasi ca-
ción Todos. Contenidos referidos a:

Entretenimiento educativo. Proporciona al usua-
rio conocimientos especí cos, desarrollando o refor-
zando el aprendizaje por medio de maneras entrete-
nidas.

Deportes.
Competencias de vehículos reales o cticios.
Informativo respecto de datos, hechos, informa-

ción de recursos, o materiales referentes a eventos 
históricos.

Situaciones de naturaleza fantástica ue incluyen 
personajes humanos y no humanos fácilmente distin-
guibles de la vida real.

2. Videojuego de circulación restringida: Clasi -
cación mayores de 18 años. Contenidos de apología, 
referencia, imágenes o uso de:

Lenguaje soez.
Desnudez, sexo o sexualidad.
Bebidas alcohólicas.
Drogas ilegales.
Productos de tabaco.
Discriminación de cual uier índole.
Violencia, derramamiento de sangre, armas, le-

siones humanas y muerte.
Apuestas de dinero o propiedades.
Artículo 10. Clasi cación previa de videojuegos. 

Todas las empresas ue tengan por actividad comer-
cial principal, o entre sus actividades comerciales la 
fabricación o importación de videojuegos deberán, 
antes de sacar cual uier título al mercado, someter-
lo al proceso de clasi cación referido en la presente 
ley. Obtenida la clasi cación, esta deberá indicarse 
en forma clara, expresa y legible en la parte frontal 
del empa ue en ue sea distribuido el videojuego.

Parágrafo. El incumplimiento de esta disposición 
por parte de las empresas de ue trata el presente ar-
tículo, será sancionado de la siguiente manera:

Por la primera vez, multa de 50 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Por la segunda vez, multa de 70 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Por la tercera vez, multa de 100 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Por la cuarta vez, cancelación del registro mer-
cantil y/o licencia de funcionamiento.

El Gobierno Nacional tendrá un plazo de seis (6) 
meses a partir de la entrada en vigencia de la presen-
te ley, para expedir el decreto reglamentario ue con-
sagre las normas y disposiciones complementarias 

ue garanticen el cumplimiento de lo a uí dispuesto.
Artículo 11. Sanciones. Los alcaldes municipales 

y distritales, o los funcionarios ue reciban la dele-
gación, siguiendo el procedimiento señalado en el 
libro primero del Código Contencioso Administra-
tivo, impondrán las siguientes sanciones a los esta-
blecimientos de comercio, ue no cumplan con las 
disposiciones contenidas en la presente ley.
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1. Re uerirlo por escrito para ue en un término 
de 45 días calendario cumpla con los re uisitos ue 
hagan falta.

2. Imponerle multas sucesivas por la suma de 15 
salarios mínimos legales diarios vigentes por cada 
día de incumplimiento y hasta por el término de 30 
días calendario.

3. Ordenar la suspensión de las actividades co-
merciales desarrolladas en el establecimiento, por un 
término hasta de un mes, para ue cumpla con los 
re uisitos de la ley.

4. Ordenar el cierre de nitivo del establecimiento 
de comercio, si transcurrido un mes de haber sido 
sancionado con las medidas de suspensión, continúa 
sin observar las disposiciones contenidas en la pre-
sente ley, o cuando el cumplimiento del re uisito sea 
posible.

Artículo 12. Vigencia. La presente ley rige a partir 
del momento de su publicación y deroga todas las 
disposiciones ue le sean contrarias.

De los honorables Congresistas Conciliadores,
Juan Lozano Ramírez, Senador de la República; 

Gloria Stella Díaz Ortiz, Representante a la Cámara.
* * *

INFORME DE CONCILIACIÓN AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 96 DE 2011 SENADO, 06 DE 

2010 CÁMARA
por la cual se establecen los lineamientos para la 
formulación de la Política Pública Social para Ha-
bitantes de la Calle y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., junio 14 de 2012
Doctores
JUAN MANUEL CORZO ROMÁN
Presidente Senado de la República
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad
Referencia: Informe de conciliación al proyec-

to de ley por la cual se establecen los lineamientos 
para la formulación de la Política Pública Social 
para Habitantes de la Calle y se dictan otras dispo-
siciones.

Señores Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por las 

presidencias del honorable Senado de la República 
y de la honorable Cámara de Representantes, y de 
conformidad con los artículos 161 de la Constitución 
Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Se-
nadores y Representantes integrantes de la Comisión 
de Conciliación nos permitimos someter, por su con-
ducto, a consideración de las Plenarias de Senado y 
de la Cámara de Representantes para continuar su 
trámite correspondiente, el texto conciliado del pro-
yecto de la referencia, dirimiendo de esta manera las 
discrepancias existentes entre los textos aprobados 
por las respectivas plenarias del Senado de la Re-
pública y la Cámara de Representantes en primera 
vuelta.

Para cumplir con nuestro cometido, procedimos a 
realizar un estudio comparativo de los textos aproba-

dos en las respectivas Cámaras y, una vez analizado 
su contenido, decidimos acoger el texto aprobado en 
la Plenaria del Senado el día 14 de junio de 2012, 
aprobado en Segunda Vuelta, cuyo texto se transcri-
be a continuación:
TEXTO PROPUESTO PARA CONCILIACIÓN 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 96  
DE 2011 SENADO, 06 DE 2010 CÁMARA

por la cual se establecen los lineamientos para la 
formulación de la Política Pública Social para Ha-
bitantes de la Calle y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1 . Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer los lineamientos generales para la for-
mulación de la Política Pública Social para Habitan-
tes de la Calle dirigidos a garantizar, promocionar, 
proteger y restablecer los derechos de estas personas, 
con el propósito de lograr su atención integral, reha-
bilitación e inclusión social.

Artículo 2 . De niciones. Para la aplicación de la 
presente ley se tendrán en cuenta las siguientes de-

niciones:
a) Política Pública Social para Habitantes de 

la Calle: Constituye el conjunto de principios, linea-
mientos, estrategias, mecanismos y herramientas ue 
orientarán las acciones del Estado colombiano en la 
bús ueda de garantizar, promover, proteger y resta-
blecer los derechos de las personas habitantes de la 
calle, con el propósito de lograr su rehabilitación y 
su inclusión social;

b) Habitante de la Calle: Persona sin distinción 
de sexo, raza o edad, ue hace de la calle su lugar de 
habitación, ya sea de forma permanente o transitoria 
y ue ha roto vínculos con su entorno familiar;

c) Habitabilidad en Calle: Hace referencia a las 
sinergias relacionales entre los habitantes de la calle 
y la ciudadanía en general; incluye la lectura de fac-
tores causales tanto estructurales como individuales;

d) Calle: Lugar ue los Habitantes de la Calle to-
man como su residencia habitual y ue no cumple 
con la totalidad de los elementos para solventar las 
necesidades básicas de un ser humano.

Artículo 3º. Campo de aplicación de la Política 
Pública Social para Habitantes de la Calle. La Polí-
tica Pública Social para Habitantes de la Calle es de 
obligatorio cumplimiento para todas las instituciones 
del Estado colombiano, según el marco de compe-
tencias establecidas en la Constitución Política y las 
leyes ue regulan la materia, en cada uno de los ni-
veles de la Administración Pública.

La formulación e implementación de esta política 
se hará con fundamento en los principios constitu-
cionales de coordinación, concurrencia y subsidia-
riedad entre los diferentes niveles de la Administra-
ción Pública.

Artículo 4º. Caracterización demográ ca y so-
cioeconómica de las personas Habitantes de la Ca-
lle. El Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística (DANE) adelantará, conjuntamente con 
el personal capacitado con el ue cuenten los depar-
tamentos, distritos y municipios, la caracterización 
demográ ca y socioeconómica de las personas ha-
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bitantes de la calle, con el n de establecer una línea 
base para construir los parámetros de intervención 
social en la formulación, implementación, segui-
miento y evaluación del impacto de esta Política Pú-
blica Social.

Esta caracterización deberá efectuarse mediante 
la aplicación de instrumentos cualitativos y cuanti-
tativos, y con la misma periodicidad con la ue se 
efectúa el Censo General de Población por parte del 
Departamento Administrativo Nacional de Estadís-
tica (DANE), en todo caso tendrá en cuenta los re-
cursos disponibles en el marco de gasto de mediano 
plazo.

Artículo 5º. Principios de la Política Pública So-
cial para Habitantes de la Calle. La Política Pública 
Social para Habitantes de la Calle se fundamentará 
en el respeto y la garantía de los derechos y liberta-
des consagrados en la Constitución Política, el en-
fo ue diferencial por ciclo vital, priorizando niños, 
niñas y adolescentes y, de manera especial, en los 
principios de:

a) Dignidad Humana;
b) Autonomía Personal;
c) Participación Social;
d) Solidaridad;
e) Coordinación, concurrencia y subsidiariedad 

entre los diferentes niveles de la Administración Pú-
blica.

Parágrafo. Con el apoyo del Instituto Colombia-
no de Bienestar Familiar (ICBF), se priorizará la 
atención de niños, niñas y adolescentes en estado 
de indefensión y vulnerabilidad mani esta para su 
oportuna y temprana rehabilitación e inserción en la 
sociedad, a través de su capacitación y posterior vin-
culación en el sistema productivo social.

Artículo 6º. Construcción e identi cación del 
abordaje de la habitabilidad en calle. El Gobierno 
Nacional y las entidades territoriales adelantarán, 
dependiendo de su competencia, un debate abierto 
y participativo con todos los sectores de la sociedad, 
para la identi cación y construcción del abordaje de 
la habitabilidad en calle, incluida la participación de 
representantes de este sector de la población.

La formulación de la Política Pública Social para 
Habitantes de la Calle se sustentará en la construc-
ción e identi cación del abordaje de la habitabilidad 
de calle, a partir de la caracterización demográ ca y 
socioeconómica prevista en la presente ley.

Artículo 7º. Fases de la Política Pública Social 
para Habitantes de la Calle. La Política Pública So-
cial para Habitantes de la Calle tendrá las siguientes 
fases:

a) Formulación: En esta fase se precisará y deli-
mitará las situaciones relacionadas con los Habitan-
tes de la Calle, ue incluirá el levantamiento de la 
línea de base; la caracterización sociodemográ ca de 
la población de referencia; delimitación por ciudades 
de las áreas con mayor concentración de habitantes 
de la calle; identi cación de actores sociales e insti-
tucionales ue intervienen en la situación; creación 
de espacios de re exión sobre la situación en la ue 
intervendrán los diferentes actores comprometidos 
en ella; de nición de prioridades y lineamientos es-

tratégicos de acción. Todo ello conducirá a la for-
mulación del Plan Nacional de Atención Integral a 
Personas Habitantes de la Calle;

b) Implementación: Esta fase consiste en la puesta 
en marcha de los programas y proyectos formulados 
en el Plan Nacional de Atención de los Habitantes de 
la Calle;

c) Seguimiento y Evaluación de Impacto: Den-
tro del Plan Nacional de Atención Integral a los 
Habitantes de la Calle se dispondrá un Sistema de 
Seguimiento y Evaluación de Impacto ue garantice 
el cumplimiento de los objetivos de los distintos pro-
gramas y proyectos y las metas trazadas. El sistema 
medirá los impactos de la implementación de la Po-
lítica Pública para Habitantes de la Calle.

Parágrafo. Créase el Sistema Nacional para la 
Atención Integral de los Habitantes de la Calle, como 
órgano adscrito al Ministerio de Salud o a uien 
haga sus veces, ue de nirá el conjunto de instancias 
y procesos de desarrollo institucional y comunita-
rio, ue a través de los mecanismos de plani cación, 
ejecución, seguimiento y control social, articulados 
entre sí, facilitan la prevención, atención integral, 
rehabilitación e inclusión social de las personas ha-
bitantes de calle, según los principios ue regulan las 
actuaciones administrativas para el cumplimiento de 
los nes del Estado previstos en la Constitución Po-
lítica de Colombia, las leyes y demás disposiciones 
reglamentarias.

Artículo 8º. Componentes de Política Pública. 
Son componentes de la Política Pública, entre otros, 
los siguientes:

a) Atención Integral en Salud;
b) Desarrollo Humano Integral;
c) Movilización Ciudadana y Redes de Apoyo 

Social;
d) Responsabilidad Social Empresarial;
e) Formación para el Trabajo y la Generación de 

Ingresos;
f) Convivencia Ciudadana.
Artículo 9º. Servicios sociales. Para la formula-

ción e implementación de la Política Pública Social 
para Habitantes de la Calle, el Ministerio de Salud, 
o uien haga sus veces, tendrá en cuenta lo estable-
cido el artículo 4º de la presente ley. El Ministerio 
de Salud, o uien haga sus veces, y los entes territo-
riales diseñarán e implementarán los servicios socia-
les para las personas habitantes de calle a través de 
programas piloto o por medio de la réplica de expe-
riencias exitosas para el abordaje de habitabilidad en 
calle provenientes de otros entes territoriales.

Parágrafo. Los servicios contemplados en salud 
serán amparados y cobijados con lo ya existente en 
el Plan Obligatorio de Salud.

Artículo 10. Focalización de los servicios socia-
les. Las personas Habitantes de la Calle se incluirán 
dentro del proceso de focalización de los servicios 
sociales, establecido en los artículos 366 de la Cons-
titución Política y 24 de la Ley 1176 de 2007.
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El Conpes Social y el Departamento Nacional de 
Planeación deberán tener en cuenta a esta población, 
para los nes pertinentes y dentro de sus competen-
cias, de acuerdo con el artículo 24 de la Ley 1176 de 
2007.

Las entidades territoriales deberán incluir a las 
personas habitantes de la calle dentro del proceso 
de focalización de los servicios sociales. Lo anterior 
permitirá el acceso a los programas, subsidios y ser-
vicios sociales del Gobierno Nacional y de las enti-
dades territoriales.

Artículo 11. Corresponsabilidad. La Política Pú-
blica Social para Habitantes de la Calle y los Servi-
cios Sociales deberán generar estrategias, mecanis-
mos y acciones de corresponsabilidad entre la socie-
dad, la familia y el Estado para disminuir la tasa de 
habitabilidad en calle.

Artículo 12. Vigilancia. Las Personerías Muni-
cipales y Distritales, con el apoyo de la Defensoría 
del Pueblo, ejercerán la vigilancia del cumplimien-
to a lo ordenado en la presente ley. La Procuraduría 
General de la Nación y el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, en lo ue corresponda, presen-
tarán un informe anual a las Comisiones Séptimas 
Constitucionales Permanentes de Senado y Cámara 
de Representantes, las cuales sesionarán de manera 
conjunta para tal efecto, sobre la implementación de 
la Política Pública Social para Habitantes de la Calle.

Artículo 13. Reglamentación. El Gobierno Nacio-
nal, en cabeza del Ministerio de Salud o uien haga 
sus veces, expedirá la reglamentación de la presente 
ley en un término no mayor a ocho (8) meses a partir 
de la entrada en vigencia de la ley.

Artículo 14. Vigencia. Esta ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las normas ue le sean 
contrarias.

De los honorables congresistas conciliadores,
Jorge Eliécer Ballesteros, Senador de la Repú-

blica; Gloria Stella Díaz Ortiz, Representante a la 
Cámara.
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